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Comunicado de prensa 

El Icefi presentó su diagnóstico y propuesta alternativa de hoja de ruta para el 
rescate y la reconstrucción de la SAT 
 

Durante un foro organizado por el Instituto Centroamericano de Estudios Fiscales (Icefi) y la Fundación Friedrich Ebert, 
el Icefi presentó un documento con diagnóstico de la situación actual de la Superintendencia de Administración 
Tributaria (SAT) y una propuesta alternativa de hoja de ruta para el rescate y la reconstrucción de la SAT. 
 
El Icefi destacó que esta es una iniciativa que lanza en su calidad de centro de pensamiento especializado en temas de 
política fiscal, independiente de gobiernos, partidos políticos y de cualquier otra organización de la sociedad civil. El 
documento presentado es una versión inicial, que el Icefi pone a disposición de todo sector interesado en eliminar la 
corrupción de la institucionalidad del Estado. Espera que constituya un punto de partida para iniciar un proceso 
ciudadano legítimo de discusión, enmarcado en el movimiento ciudadano surgido de los eventos de abril, y que pueda 
ser complementado con insumos de otras entidades y personas con especialidades distintas a las del Instituto. 
 
El Instituto espera que estos insumos y contribuciones ciudadanas, independientes, alternativas y legítimas, sean 
considerados seriamente por las autoridades del gobierno. Sin embargo, advierte que es imperativo que la 
participación gubernamental en el esfuerzo por recuperar a la SAT tenga como precedente una demostración clara de 
voluntad política por eliminar de raíz la corrupción, colaborar con las investigaciones realizadas por la Cicig y el MP. 
 
En su diagnóstico, el Icefi mostró información técnica que evidencia que a partir de 2012 se ha incrementado la evasión 
del IVA. Expresó alarma porque los evasores perciben que el riesgo de ser detectados o castigados es muy bajo, lo cual 
considera una deficiencia fundamental de la SAT. Detalló la discrecionalidad en procesos como el despacho aduanero, 
las devoluciones de crédito fiscal del IVA al sector exportador, la política de fiscalización, el registro fiscal de vehículos y 
la procuración de asuntos jurídicos, lo que abre espacios para la corrupción y la defraudación. Explicó que el caso de la 
estructura denominada «La línea» es una consecuencia de las deficiencias expuestas en el diagnóstico del Icefi. 
 
En su propuesta de hoja de ruta para el rescate y la reconstrucción de la SAT, el Icefi planteó varias acciones técnicas de 
corto plazo, concretas y que con poco esfuerzo, sin legislación nueva, pero con la voluntad política de las autoridades 
actuales, contribuirían a evitar ilícitos. Como medidas de mediano plazo el Icefi sugirió discutir la reestructuración de la 
SAT, así como cambios en procedimientos aduaneros y portuarios. Para el largo plazo, el Icefi sugirió la discusión a 
profundidad entre grupos multidisciplinarios de elementos de una reforma profunda de la SAT, incluyendo la 
evaluación de su modelo de gestión y algunas reformas legislativas. 
 
El Icefi advirtió que una condición necesaria para el éxito de cualquier esfuerzo de recuperación es la voluntad política 
de las autoridades del gobierno saliente, así como el compromiso y anuencia del nuevo gobierno y la nueva legislatura. 
Los planteamientos del Icefi fueron respaldados por la Presidencia del Cacif y por Acción Ciudadana, capítulo 
guatemalteco de Transparencia Internacional, así como por otras entidades de la sociedad civil y representantes de la 
comunidad internacional participantes en el evento. 
 
El evento del día de hoy, constituye para el Icefi el punto de partida para una profunda y amplia participación social, por 
lo que reiteró su invitación a sumarse al movimiento en www.exijosathonesta.org, donde se publicará toda la 
información relacionada a este proceso. 
 
Guatemala, Centroamérica, 14 de mayo de 2015. 
 
Para más información, comunicarse con Diana De León al teléfono (502) 2505-6363, al celular (502) 4044-2009 o al correo electrónico 
diana.deleon@icefi.org  

http://www.exijosathonesta.org/
mailto:diana.deleon@icefi.org
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1. Contexto inicial 
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Un aporte técnico del Icefi para la discusión 
social 

1. El Icefi reconoce que es un aporte técnico, y que es 

perfectible 

• En el ámbito de su especialidad y de su planificación 

• Otros, con otras especialidades deben complementar (aspectos 

jurídicos y judiciales, procedimiento político, etc.) 
 

2. Espera que contribuya a un proceso abierto, ciudadano y 

democrático para acordar soluciones 
 

3.  Apoyos y adhesiones son fundamentales 

• Para un discusión colectiva y legítima de la sociedad 



La administración tributaria es uno de los 
cuatro componentes del sistema tributario 

Sistema 
tributario 

Política 
tributaria 

Legislación 

Base 
tributaria 

Administración 
tributaria 



Principales funciones de la 
administración tributaria 

1. Sustantivas: 

• Combatir la evasión y defraudación tributaria 

• Facilitación en el cumplimiento tributario 

• Administración aduanera 

2. Administración interna 



Tres espacios que evidencian el 
debilitamiento sistémico de la SAT 

1. Recursos Humanos  

 Selección, contrataciones y destituciones al margen 
del plan de carrera 

 Distribución poco estratégica del personal 

2. Transparencia y rendición de cuentas 

   Menos información pública sobre procedimientos,              
planes y metas 

 

3. Gestión 

    Discrecionalidad y arbitrariedad del personal 

    Poco control sobre la eficiencia y eficacia 

 



2. Diagnóstico: identificando 
los desafíos 

2.1 Recurso humano y nombramiento de autoridades 
2.2 Transparencia y rendición de cuentas 
2.3 Gestión: eficiencia y efectividad 



2.1 Problemas en el recurso 

humano y nombramiento de 

autoridades 

3. Diagnóstico: 
identificando los desafíos 



Distribución poco estratégica del personal y  
desuso del plan de carrera 

1. Prioridad baja en el presupuesto de 
administración  

 Aprox. 58% del presupuesto total se destina a 
salarios 
 

2. Solo 40% del personal se dedica a actividades 
estratégicas 

 1.7% del personal (Aprox. 300) se dedica a 
orientación y asistencia al contribuyente  
 

3. No utilización del plan de carrera para el 
reclutamiento, promoción y salida del personal 



Muchas autoridades y poca claridad en sus 
responsabilidades 

1. Que las autoridades administrativas 
superiores las designe el presidente no es 
problema en otros países 

1. En 13 de 17 países latinoamericanos la designación 
la hace el presidente 

2. En los 4 restantes lo hace el ministro de hacienda 
 

2. De esos 17 países, solo Guatemala tiene 
directorio 

1. La responsabilidad se diluye en ministro, directorio, 
superintendente … ¿quién rinde cuentas? 

 



3. Diagnóstico: 
identificando los desafíos 

2.2 Problemas en transparencia y 

rendición de cuentas 



La opacidad camino llano para la corrupción 

1. Desconocimiento público: 

 Planes de fiscalización, planes de cobranza, entre otros 

2. Menos información publicada de oficio 

 Metas de recaudación, niveles de evasión, gasto tributario, 

niveles de defraudación e indicadores de gestión, boletín 

estadístico 

3.  Cinco procedimientos con alto riesgo de 

corrupción 
• Aduanas 

• Devolución del crédito fiscal 

• Auditorías y judicialización de casos 

• Registro de vehículos 

 



Las Aduanas: puertas de entrada para el crimen y 
la corrupción 

1. El módulo selectivo para revisión (semáforo): un 

control fácilmente manipulable 
 

2. La existencia de múltiples aranceles de importación 

Para un mismo producto y para productos similares 

Desorden derivado de la política comercial del país (TLC) 
 

3. Una estructura compleja y multidimensional 

 Migración, salud, agricultura, seguridad, servicios portuarios 
 

4. Contenedores no manifestados que ingresan al 

territorio 

 

 



La devolución del crédito fiscal del IVA, presa 
de la discrecionalidad  

Fuente:  Elaboración propia con cifras de la SAT 

Año Saldo pendiente 
Variaciones 

Absolutas Relativas 

2005 2,097 

2006 1,895 -203 -10% 
2007 1,709 -186 -10% 
2008 2,057 348 20% 
2009 2,062 5 0% 
2010 1,992 -70 -3% 
2011 2,114 126 6% 
2012 1,905 -209 -10% 
2013 2,708 804 42% 
2014 3,441 733 27% 

(Cifras en millones de Quetzales) 1. Opacidad en el 

procedimiento para 

el pago:  

 a)El primero en 

solicitar, no es el 

primero a ser 

devuelto 

 b)Débil 

comprobación sobre 

la legalidad de la 

devolución 
 

2.    Recursos enviados 

por Minfin por 

debajo de lo 

legalmente 

establecido: 

ralentización del 

pago. Saldo 

Q1,557.6 millones 



La selección y el seguimiento a las 
auditorías, sin metas claras 

1. No existe una política general de utilización de 
recursos para fiscalización 

 

2. La selección sobre a quién auditar la realizan 
personas, a su discreción y con base en su 
experiencia… 

 

3. No existe publicidad sobre los resultados de las 
auditorías 

• Una medición pasada (2009) indicaba que se recaudaban 

menos de Q3 por cada Q100 en ajuste 

 Sanciones en ISR: 0.5% de la recaudación 

Sanciones en IVA: 0.3% de la recaudación 



La procuración jurídica es una caja negra 

1. Sin control público de los procesos jurídicos 

 

2. Señalamiento de negociaciones fuera de la ley 

para resolver casos pendientes 

 

3. Poca capacidad para utilizar las leyes 

vigentes en la persecución de los delitos 

tributarios 

 No hay especialización en el MP y OJ 

  

 



El registro fiscal de vehículos: desvía a la 
administración tributaria del cobro de impuestos 

1. Una función que no corresponde a la SAT 

Funciones de registro fiscal y no de registro de propiedad 
 

2. Espacios de corrupción están relacionados con 

trámites sobre la propiedad 

No con el pago de impuestos …  
 

3. “Legislación de escritorio” 
 

4. Entre el 75% y el 80% de las personas que son 

atendidas en las oficinas de la SAT son por trámite 

de traspaso de propiedad 

 



3. Diagnóstico: identificando 
los desafíos 

3.  Problemas de eficiencia y eficacia 



Los altos niveles de evasión, revelan la 
poca efectividad recaudatoria 

Estructura: prevalencia de 
impuestos indirectos 

Evasión 

Fuente: ICEFI con base en estadísticas oficiales 

IVA ISR 

40.3% 40.3% 

15.1  5.5 

Millardos de Quetzales 

35.3  11.2 

Como porcentaje de la 

carga tributaria 

2014 2012 

28.9% 

7.2% 

20.6% 

26.6% 

16.7% 

ISR ISO 
IVA doméstico IVA importaciones 
Resto de impuestos 



32.7%

31.4%

32.0%

30.2%

36.4% 36.3%

33.8%

35.5%

37.7%

35.8%

33.2%
33.3%

39.1%

40.0%

27.0%

29.0%

31.0%

33.0%

35.0%

37.0%

39.0%

41.0%

2001 2002 2003 2004 2005 2006 2007 2008 2009 2010 2011 2012 2013 2014

La evasión del IVA: cifras ajustadas por el 
Icefi revelan incremento en la evasión 

Fuente:  ICEFI con base a cifras oficiales. 



Tipos diferentes de contribuyentes 
requieren acciones diferentes de la SAT 

No cumple con 
la totalidad de 

sus obligaciones

No cumple con la 
mayor parte de 
sus obligaciones

Cumple con la 
mayor parte de 
sus obligaciones

Cumple con  la 
totalidad de sus 

obligaciones
Facilitación 

Cobranza 

Fiscalización 

Acción  

Jurídica 



Sin certeza sobre cuántos 
contribuyentes hay en Guatemala 

1. Los datos omiten el conteo de las personas que solo pagan el 
ISR por retención 

 Se estima que son alrededor de 500,000 más entre empleados en relación de 
dependencia y pequeños negocios 

 Solo aparecen como contribuyentes los agentes de retención 
 

2. De igual forma, en los impuestos indirectos solo aparecen 
como contribuyentes los agentes de cobro del impuesto 

 Se estima que existen entre 1.5 y 2 millones más de sujetos pasivos 

 

 

Según la SAT, la base tributaria efectiva es 

de 50.3% (2013) 
 

689,852 contribuyentes efectivos 
 

Pero, NO son los únicos que pagan impuestos: 



1. Probabilidad de ser auditado por la SAT, si se 

está afiliado a un impuesto: 0.19% 

2. Probabilidad de ser visitado por la SAT, si se 

está afiliado a un impuesto: 6.4% 

3. Es decir, ¡es más probable ser golpeado por un 

rayo que auditado por la SAT cuando no se 

está afiliado a impuestos! 

• Evasión fácil: no afiliarse a los impuestos … 

 

La administración tributaria depende del 
cumplimiento voluntario 



Pero el cumplimiento voluntario está 
cayendo: 1 de cada 4 contribuyentes 

Fuente:  Elaboración propia con datos de la SAT 



La facilitación del cumplimiento tributario no 
está representando más contribuyentes 

efectivos 
Procedimientos electrónicos 

Fuente:  Memoria de Labores SAT, 2014 

Recaudación vía 

electrónica: 97.3% 

Declaraciones 

electrónicas: 92.8% 

2014 



Gestión estratégica inadecuada para combatir 
la evasión y la defraudación 

Fuente:  SAT 



Fuente:  SAT 

Comité Gerencial 

30 miembros, 7 relevantes  

encargados de las metas  

de recaudación 

Gestión estratégica inadecuada para combatir 
la evasión y la defraudación 



La recaudación de impuestos al comercio exterior: 

principal indicador para evaluar aduanas 

PESO RELATIVO POR ADUANA 

Por Puerto Quetzal y Santo Tomás 

pasa el 50% de las importaciones 



SAT guatemalteca: onerosa para lo que 
logra recaudar (= ineficiente) 

Fuente:  Bid, Captac-DR y CIAT (2013).  Estado de la Administración Tributaria de América Latina, 2006-2010 
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3. Propuesta de hoja 
de ruta de solución 

3.1 Medidas inmediatas 
3.2 Medidas de mediano plazo: elementos iniciales para 

la discusión  
3.3 Medidas de largo plazo: elementos iniciales para la 

discusión 



Medidas inmediatas 

Carácter técnico, concretas y 

requieren cambios en procesos 

y procedimientos internos. 

 

Buscan cerrar espacios de 

opacidad y discrecionalidad 

(Anticorrupción) 



Recuperación de la gobernabilidad interna de 
la SAT 

1. Revisar el proceso llevado a cabo para la 

elección de nuevos directores 

2. Investigación del directorio y de 

funcionarios: MP y CICIG 

3. Remoción de todos los funcionarios con 

señalamientos de corrupción 

4. Publicación en Internet: nombre, calidades 

técnicas y experiencia de todos los 

funcionarios medios y superiores 



Recuperación de la gobernabilidad interna de 
la SAT 

5.   Cumplimiento estricto del Plan de Carrera 

Institucional. Aplicar la verificación por medio de 

polígrafo o análisis de estrés en la voz (voice stress 

analysis) de las cualidades éticas de personas que 

vayan a ser contratadas o sean objeto de promoción 

6. Reapertura del buzón de quejas por faltas a la 

transparencia institucional  

• Anteriormente fue administrado por Acción Ciudadana 

    7. Convocatoria para un Nuevo Pacto de Integridad en 

Aduanas: revisión del despacho aduanero y del modelo de 

gestión 

 Prohibición de despacho de contendores no 

manifestados 



1. Publicación inmediata, permanente y 

con actualización periódica: 

1. Contribuyentes que han presentado solicitud 

para devolución del crédito fiscal del IVA, por 

fecha de solicitud 

2. Contribuyentes a los que se les practicará 

auditoría, incluyendo el motivo 

3. Contribuyentes a los que se les haya enviado 

notificación para actuaciones de cobranza, 

fiscalización y área jurídica  

Recuperación de la transparencia y de la 
rendición de cuentas: certeza al contribuyente 



1. Publicación inmediata y permanente: 

4. Procedimientos  y documentación requerida 

para trámites en aduanas y registro fiscal de 

vehículos 
  

5. Selectivo aleatorio en aduanas (semáforo), una 

vez recibido el manifiesto de carga de los 

contenedores (24 horas antes del desembarco). 

Ningún funcionario debe estar facultado para 

cambiar el resultado 

Recuperación de la transparencia y de la 
rendición de cuentas: certeza al contribuyente 



1. Publicación: 

6. Estadísticas de recaudación: metas por 

impuesto, aduanas y comportamiento de los 

contribuyentes 
 

7. Estudios y metodologías de gasto tributario, 

evasión tributaria y discrepancias estadísticas 

(defraudación) 
 

Contenido en el Pacto Fiscal para la paz y el 

desarrollo (2000) 
 

  

Recuperación de la transparencia y de la 
rendición de cuentas: veeduría social 



1. Prohibición de despacho aduanero de 

contenedores sin manifiesto 

2. Presentación, aprobación por el directorio y 

publicación de políticas  (Ley orgánica SAT) de:  

• cobranza 

• uso de recursos humanos para fiscalización,  

• de simplificación tributaria,  

• combate a la defraudación aduanera y al contrabando 

• Generación de riesgo al contribuyente 

 

Esfuerzos para mejorar la gestión y 
efectividad  



3. Reutilización y publicación inmediata del sistema 

de indicadores institucionales en materia de: 

• Eficiencia 

• Eficacia 

• Productividad 

• Oportunidad 

   

  Con especial énfasis en las Intendencias de 

 Aduanas, Fiscalización y Asuntos Jurídicos 

Esfuerzos para mejorar la gestión y 
efectividad  



Acciones de MEDIANO plazo  

Requieren una mayor 

profundidad en su discusión: 

definir modificaciones a los 

reglamentos y a la estructura 

organizacional de la SAT. 
 

Implementación de nuevas 

estrategias de trabajo modernas 

conforme a las mejores 

prácticas internacionales 



1. Reestructuración de la SAT 

• Depurar la estructura organizativa 

• Reorientar al personal hacia labores fundamentales 

• Definición de un módulo de gestión de riesgo 

integrando aduanas con fiscalización para identificar 

riesgos comunes 

• Control total de la información resultante de la 

facturación electrónica de los contribuyentes 

• Entre otras medidas 



2. Cambios en procedimientos aduaneros y 

portuarios 

• Diseño, aprobación y puesta en marcha de un nuevo 

modelo de gestión aduanera 

• Adopción de estrategia de auditorías como 

complemento a la gestión aduanera 

• Definición, desarrollo y mantenimiento de un sistema 

de inventarios perpetuos para contenedores en 

recintos portuarios 

• Entre otras medidas 



Acciones de LARGO plazo 

Requieren un proceso de 

discusión a profundidad, entre 

grupos multidisciplinarios. 
 

Fase final de la reforma 

profunda a la SAT, incluyendo 

cambios legislativos. 



1. Evaluación del modelo de gestión 

•  ¿Conviene una administración tributaria que 

vuelva al modelo centralizado, que siga el modelo 

descentralizado o ensayar un modelo mixto que 

busque la efectividad? 

 

• ¿Quién rinde cuentas? ¿Conviene conservar al 

Directorio o reemplazarlo por un tribunal 

administrativo y sujetando al superintendente a la 

autoridad jerárquica de un viceministro de finanzas 

públicas? 



2. Reformas a la ley orgánica de la SAT 

 

• Introducir prohibiciones y normas estrictas para 

casos de conflicto de interés 

 

• Para la selección de autoridades, incluir requisitos 

de transparencia y probidad como: publicación de 

las declaraciones patrimoniales de candidatos; 

pruebas de conocimiento practicadas por entes 

independientes; investigación por parte del ente 

contralor, la fiscalía y la Cicig durante la duración 

de su mandato. 



3. Reformas a otras leyes 
 

• Ley del IVA para establecer la obligación del 

Ministerio de Finanzas Públicas de trasladar a la 

SAT recursos suficientes para atender las 

solicitudes de devolución de crédito fiscal del IVA, 

que hayan sido auditadas 
 

• Convertir el Registro de la Propiedad Inmueble en 

un registro general de la propiedad, y trasladarle la 

administración del registro de propiedad de los 

vehículos 

• Revisión de política comercial: eliminar el 

desorden arancelario provocado por TLC 



 
4. Pasos siguientes 

4. 1 ¿En dónde estamos? 
4.2  No partimos de cero: el Pacto Fiscal 
4.3  Es momento de sumarse 



¿En dónde estamos hoy? 

HOY Hoja de ruta 

alternativa, 

discutida y 

consensuada 

con la 

sociedad civil 

Primera 

presentación 

de una 

propuesta de 

hoja de ruta 

Medidas 

inmediatas 
Medidas de mediano y largo plazo 

Proceso de discusión, consulta, 
diseño y consenso 



No partimos de 0: Pacto Fiscal 

1. Principios concertados sobre la administración 

tributaria 

1. Cumplimiento de las obligaciones tributarias 

2. Eficiencia y eficacia en el cobro 

3. Sistema de administración justa y no arbitraria 

4. Confianza en el contribuyente 

5. Persecución y combate coordinado del incumplimiento 

tributario 

6. Institucionalidad y profesionalización 

7. Estrategia sistémica y transparente de seguimiento contínuo 

 



Es momento de sumarse 

 Nuestro voto por la democracia no lo hacemos una vez 

cada cuatro años, lo hacemos cada vez que pagamos 

nuestros impuestos y exigimos transparencia, 

honestidad y justicia. 
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Diagnóstico y propuesta alternativa de hoja de ruta para el rescate y 

reconstrucción de la SAT  
 

1. Presentación 

 

Al momento de presentar este trabajo, Guatemala se encuentra inmersa en una crisis política de la 

mayor gravedad, que ya incluye la renuncia de la Vicepresidenta de la República y 

manifestaciones masivas cargadas de legitimidad y ciudadanía activa. Los detonantes de la crisis 

fueron las primeras acciones de la Comisión Internacional Contra la Impunidad en Guatemala 

(Cicig), del Ministerio Público (MP) y del Ministerio de Gobernación para desmantelar una 

estructura dentro de la Superintendencia de Administración Tributaria (SAT), dedicada a la 

defraudación aduanera y otros delitos tributarios, conocida como «La línea». Estas acciones han 

incluido las capturas realizadas desde el 16 de abril de 2015, que han incluido al superintendente 

de la SAT en funciones, un ex superintendente y una veintena de personas más. 

 

El Instituto Centroamericano de Estudios Fiscales (Icefi), en su calidad de centro de pensamiento 

especializado en temas de política fiscal, independiente de gobiernos, partidos políticos y de 

cualquier otra organización de la sociedad civil, presenta este diagnóstico de la situación actual 

de la SAT y una propuesta de hoja de ruta para su recuperación, que espera constituya: 

 

a) Un insumo útil para todo sector interesado en la recuperación de la SAT, incluyendo al propio 

Gobierno de la República, originado de una iniciativa propia del Icefi, independiente y 

alternativa. 

 

b) Un punto de partida para iniciar un proceso ciudadano legítimo de discusión, enmarcado en el 

movimiento ciudadano surgido de los eventos de abril, y que pueda ser complementado con 

insumos de otras entidades y personas con especialidades distintas a las del Instituto. 

 

El Icefi espera que en este proceso motive la participación activa de otras entidades de la 

sociedad civil organizada, incluyendo movimientos sociales, sector empresarial y academia así 

como el acompañamiento de la comunidad internacional, incluyendo las representaciones 

diplomáticas acreditadas en Guatemala y de las instituciones financieras internacionales. Para 

este propósito, el Icefi ya ha implementado la iniciativa consistente en la creación del portal de 

Internet especial www.exijosathonesta.org, en el cual toda persona u organización interesada 

puede presentar aportes y propuestas complementarias a la del Icefi. A la fecha de presentación 

de este documento, varias y diversas organizaciones y personas ya se han sumando a esta 

iniciativa. 

 

El Instituto espera que estos insumos y contribuciones ciudadanas, independientes, alternativas y 

legítimas, sean considerados seriamente por las autoridades del gobierno. Sin embargo, advierte 

que es imperativo que la participación gubernamental en el esfuerzo por recuperar a la SAT tenga 

como precedente una demostración clara de voluntad política por eliminar de raíz la corrupción, 

colaborar con las investigaciones realizadas por la Cicig y el MP, evitando el encubrimiento de 

funcionarios, servidores públicos o personas particulares responsables de la comisión de ilícitos. 

Sin esta premisa, ningún esfuerzo por recuperar la SAT, en particular, y todo el aparato estatal en 

http://www.exijosathonesta.org/
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general, de la captura por parte de grupos delincuenciales, será en vano, y muy probable, 

condenado a la reaparición de estructuras como «La línea». 

 

Finalmente, reconoce que este es un insumo en el marco de su especialidad: el estudio y análisis 

de la política fiscal en Centroamérica. El diagnóstico acá presentado no pretende ser completo o 

final, pero sí espera que levante atención y provoque acciones en las áreas y puntos críticos en los 

que la SAT sufre carencias y deficiencias. La propuesta de hoja de ruta incluye acciones 

concretas que son viables en el corto plazo, y para el medio y largo plazo traza guías y directrices 

que propone a tomar en consideración en un marco de acción amplio, diverso y participativo, que 

logre las reformas y acciones de profundidad y largo aliento que son necesarias para cortar de 

raíz las causas estructurales que han permitido que estructuras como «La línea» se hayan 

enquistado en la SAT. 

 

Nuestro voto por la democracia no lo hacemos una vez cada cuatro años, lo hacemos cada vez 

que pagamos nuestros impuestos y exigimos que estos sean utilizados con honradez y pensando 

en el bien común. Aprovechemos, entonces, este momento para fortalecer la democracia. El Icefi 

invita a la ciudadanía y a las organizaciones sociales a sumarse a este esfuerzo, a compartir la 

información, y participar activamente en la exigencia de una SAT honesta, transparente y 

efectiva. 

 

2. Nota sobre la actualidad de datos e informaciones 

 

Para la realización de este trabajo el Icefi consultó con prioridad fuentes primarias de 

información, especialmente datos oficiales de la SAT. En este afán, también buscó emplear los 

datos más actualizados disponibles, para lo cual presentó solicitudes de información en el marco 

de la Ley de Acceso a la Información Pública. 

 

El 24 de abril de 2015 el Icefi envió un correo electrónico a la Unidad de Información Pública 

(UIP) de la SAT solicitando información actualizada y detallada sobre: devolución de crédito 

fiscal; procesos jurídicos; procesos de fiscalización; recurso humano; base tributaria; estudios 

tributarios sobre evasión y gasto tributario; parque vehicular; aduanas; servicio al cliente; 

directorio y aspectos financieros. Ese mismo día la UIP de la SAT respondió con correo 

electrónico, confirmando la recepción de la solicitud e informando que sería tramitada mediante 

expediente con número de registro 400-2015. El 8 de mayo de 2015, mediante correo electrónico, 

el Icefi fue notificado de la providencia con número de registro PRO-SAT-IAJ-DC-UIP-375-

2015, en la que de conformidad con el artículo 43 de la Ley de Acceso a la Información Pública, 

la SAT resolvió prorrogar por diez días el plazo de respuesta para atender la solicitud del Icefi. 

 

El Icefi entonces manifiesta que en tanto la SAT responde la citada solicitud, en el presente 

trabajo se emplearon los datos más actualizados que la SAT ha publicado. Una vez se tenga la 

respuesta de la SAT, y si ésta contiene los datos actualizados solicitados, el documento se 

actualizará en donde corresponda. 

 

 

 



 

 

 

 

 5 

3. Antecedentes 

 

El inicio del desmantelamiento de «La línea» confirma la necesidad urgente de emprender el 

esfuerzo por reconstruir la SAT. Sin embargo, este esfuerzo no debe ser superficial o limitado al 

corto plazo, sino un proceso que logre una reforma profunda y gradual, que elimine, o al menos 

reduzca sustancialmente los focos de discrecionalidad y otras causas potenciales de corrupción. 

 

La SAT nació en 1998 como consecuencia del esfuerzo de crear un ente descentralizado que, 

siguiendo guías de algunos organismos internacionales, gozara de autonomía financiera y 

administrativa, y además cierto nivel de protección en contra de la injerencia política. Este ente 

reemplazó al modelo centralizado de administración tributaria, constituido por las antiguas 

Direcciones Generales de Rentas Internas, de Aduanas y de Inspecciones Fiscales, todas 

dependencias de línea del Ministerio de Finanzas Públicas, señaladas de ineficiencia, poca 

productividad, escaso avance tecnológico y, sobre todo, corrupción. 

 

En general, alrededor del mundo las administraciones tributarias siguen uno de dos modelos 

teóricos básicos: a) centralizado, dentro de un ministerio de línea de finanzas o hacienda pública; 

y, b) descentralizado, con autonomía política relativa. En Latinoamérica el modelo 

descentralizado es usado en Argentina, Brasil, Colombia, Ecuador, Guatemala, Guyana, Jamaica, 

México, Perú y Venezuela, mientras que en Norteamérica, en Canadá, y en Europa, en España y 

Portugal. La experiencia internacional, incluyendo la de la región centroamericana, muestra que 

en el modelo centralizado se logra mejor coordinación y certeza en la política fiscal, ya que el 

ministro de finanzas o hacienda aprueba el proceso de planificación del ente recaudador y articula 

los elementos del presupuesto (ingresos, gastos, deuda, etc.). En este modelo la línea de 

responsabilidad es clara, y permite concentrar la demanda de rendición de cuentas en la autoridad 

máxima (el ministro), o en una línea jerárquica inequívoca. Además, en una estructura 

centralizada se logra cierto grado de optimización de la administración, ya que no hay necesidad 

de duplicar funciones o recursos al ser un solo ente. 

 

Sin embargo, la experiencia muestra que el modelo centralizado resulta desventajoso en el 

sentido que la falta de autonomía financiera ata a la administración tributaria a las limitaciones 

presupuestarias de todo el gobierno central. Al compartir las limitaciones presupuestarias de las 

demás entidades del gobierno central, la administración tributaria enfrenta dificultad para 

modernizarse tecnológicamente y remunerar o especializar adecuadamente a su personal. La 

sujeción a un sistema de servicio civil obsoleto o rígido es un problema particularmente serio 

para la administración tributaria, ya que es el sector privado, y no el resto del sector público, el 

que demanda y compite con la administración tributaria para contratar profesionales y técnicos 

especializado en temas tributarios. Otras desventajas del modelo centralizado son la alta 

propensión a la injerencia política y la falta de transparencia en la ejecución de sus procesos. 

 

Entre las ventajas del modelo descentralizado, destaca la posibilidad de reducir la injerencia 

política, especialmente si existe un plan de carrera efectivo y sistemas transparentes que permiten 

la auditoría social. Sin embargo, como se verá adelante, el caso guatemalteco es un ejemplo en el 

que la injerencia política ha sido excesiva sobre un ente descentralizado, por lo que el problema 

es similar al que se sufría con la administración tributaria centralizada. Como ventaja se tiene que 
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cuando el ente recaudador autónomo cuenta con una asignación apropiada de recursos financieros 

puede fortalecer la innovación tecnológica y la capacitación de los trabajadores, con lo cual, logra 

retenerlos remunerándolos de forma competitiva evitando su captación por el sector privado. 

Pero, la abundancia de recursos también puede ser una desventaja. En el caso guatemalteco se 

está demostrando que una administración tributaria bien financiada puede ser vista como un botín 

por grupos delincuenciales. 

 

Otra desventaja importante del modelo descentralizado es que el ministerio de finanzas o 

hacienda pierde control sobre la política fiscal, el cual en este esquema, depende de un ente 

autónomo para proyectar el nivel de recaudación. En los aspectos administrativos, este modelo 

generalmente genera duplicidad de funciones en dependencias en el ministerio y la 

administración tributaria, realizando tareas similares como administración de recursos humanos, 

seguridad, contabilidad, etc. 

 

La experiencia internacional no permite concluir la superioridad de un modelo sobre el otro, ya 

que ambos han demostrado ventajas y desventajas. Los problemas que ha enfrentado la SAT, 

especialmente en los últimos años, requieren analizar y discutir su diseño, fundamentalmente en 

lo que respecta a las funciones y forma en la que sus autoridades son nombradas, y ciertamente, 

evaluar la posibilidad de rediseñarla en un esquema mixto que combine las ventajas de ambos 

modelos. Por ello, el Icefi plantea un diagnóstico en el que este aspecto figura como un tema 

importante para analizar, y dentro de la hoja de ruta planteada, incluir soluciones para los 

problemas identificados. 

 

Es importante recalcar que la administración tributaria es solo uno de los elementos de todo 

sistema tributario, por lo que aun cuando se lograra resolver los problemas de la SAT, persistirán 

desafíos que deben enfrentarse desde otros ámbitos de la política fiscal. Por ejemplo, aún con una 

SAT en estado óptimo, en el sistema tributario persistirían deficiencias estructurales como: la 

prevalencia de los impuestos indirectos, y con ello, sus efectos perniciosos en términos de justicia 

fiscal y equidad; la proliferación de privilegios fiscales y tratamientos tributarios diferenciados 

que reducen el tamaño de la base tributaria y que provocan problemas de equidad horizontal y 

vertical; amnistías fiscales que reducen la certeza empresarial en la toma de decisiones y daña la 

moral tributaria de contribuyentes honestos; y, complicaciones innecesarias que dificultan el 

cumplimiento por parte de los contribuyentes y la tarea de la administración tributaria. 

 

Por esta razón, una propuesta integral para la crisis en la SAT requiere especialistas 

multidisciplinarios con conocimientos aplicados a las demandas especiales de una administración 

tributaria. Consciente de este punto, el Icefi reconoce que su aporte se enmarca en su 

conocimiento y experiencia, y desea que sea complementado por esfuerzos especializados en 

otras disciplinas profesionales. 
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4. Diagnóstico de la situación actual de la SAT 

 

4.1 Estimación de la evasión del impuesto al valor agregado (IVA) y del impuesto sobre la 

renta (ISR): drenaje de fondos públicos vía fraude fiscal 

 

Lamentablemente, y a pesar que la SAT fue pionera en la preparación de estudios que miden la 

eficiencia recaudatoria (una tarea que debiera realizar el Ministerio de Finanzas Públicas para 

evaluar el desempeño del ente recaudador autónomo), a partir de 2012 las autoridades de la SAT 

decidieron dejar de elaborarlos, o por lo menos publicarlos (problema de opacidad).
1
 Pese a que 

se solicitó información a la SAT, no se pudo determinar si aún elabora estos informes. 

Independientemente de esta limitación, el Icefi empleó los datos oficiales disponibles y realizó 

estimaciones para la evasión de los dos impuestos más importantes en términos de volumen de 

recaudación. Como se verá adelante, los resultados son alarmantes. 

 

a) Estimación de la evasión del IVA 

 

El Icefi con base a la metodología utilizada internacionalmente y empleando cifras oficiales de la 

SAT y del Banco de Guatemala (Banguat), realizó una estimación de la evasión del IVA. 

Encontró que en 2014 alcanzó el 40.3% del potencial recaudatorio teórico del IVA, luego de 

sustraer del valor general las exenciones establecidas en la legislación vigente. Los valores de 

referencia permiten identificar que del recaudatorio potencial total del IVA, únicamente se cobra 

el 50.6%, dejando de percibir el 19.4% en concepto de exenciones y tratamientos tributarios 

diferenciados (algunos, privilegios fiscales sin justificación), mientras que el 30.0% restante se 

pierde por evasión. 

 

Tabla 1 

Estimación del potencial, recaudación, exenciones y evasión del IVA en 2014 

 

Recaudación 50.6% 

Gasto tributario (exenciones) 19.4% 

Evasión 30.0% 

Potencial recaudatorio total 100.0% 
   Fuente: elaboración propio con base a cifras oficiales. 

 

                                                 
1 El 19 de marzo de 2015 el Icefi solicitó a la Unidad de Información Pública de la SAT copia de los estudios que se 

hubiesen realizado sobre evasión del IVA y del ISR en 2014, o durante los cinco años previos. Mediante la 

Resolución No. R-SAT-IAJ-DC-UIP-301-2015, la Unidad de Información Pública de la SAT informó que la 

Gerencia de Planificación y Desarrollo Institucional de la SAT se encuentra realizando un proceso de revisión y 

actualización de los estudios de evasión del IVA y del ISR para el período 2009-2014, y que se está coordinando 

asistencia técnica internacional. Se puntualizó que una vez concluida esta asistencia técnica internacional, se 

publicarían los estudios en la sección de estadísticas tributarias del portal de Internet de la SAT. 
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Gráfica 1

Incumplimiento estimado del IVA 2001 - 2014
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Fuente: elaboración propia con base a cifras oficiales.  
 

 

Aun cuando el Ministerio de Finanzas Públicas (Minfín) y la SAT no calculan o no publican 

estimaciones para la evasión del IVA, el Icefi estimó que la serie histórica de la evasión del IVA 

que se obtiene a partir de datos base oficiales está distorsionada por dos aspectos: 

 

a) Las retenciones del IVA que introdujeron en el Decreto del Congreso de la República 

número 20-2006, Disposiciones Legales para el Fortalecimiento de la Administración 

Tributaria, (conocida coloquialmente como «ley antievasión 1»). 

 

b) La política de devolución de crédito fiscal del IVA al sector exportador. 

 

La distorsión más notable proviene de las retenciones del IVA introducidas por la «ley 

antievasión 1» de 2006, en las cuales las retenciones aplicadas constituyen crédito fiscal para el 

contribuyente que soportó la retención. Sin embargo, es posible que el débito fiscal de ese 

contribuyente no alcance para compensar todo el crédito fiscal, y con ello se vea obligado a 

arrastrarlo en periodos impositivos subsecuentes, en ese sentido, la retención prácticamente actúa 

como un adelanto de recaudación a favor del fisco. 

 

Este fenómeno fue particularmente importante en 2007, el primer año de vigencia de este sistema 

de retenciones, en el cual un gran número de contribuyentes empezaron a actuar como agentes de 

retención en sus compras de bienes o contratación de servicios, y un número igual de grande de 

vendedores de bienes y prestadores de servicios no lograron compensar la totalidad del crédito 

fiscal proveniente de las retenciones soportadas. En consecuencia, en 2007 el fisco recibió un 

adelanto de recaudación importante, el cual se reflejó en las cifras oficiales como un incremento 

artificial en la recaudación del IVA, simétricamente reflejado como una «disminución» en la 
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evasión. La ley establece que el arrastre del crédito fiscal proveniente de las retenciones tiene un 

plazo máximo de dos años consecutivos, y que agotado ese plazo el contribuyente puede solicitar 

la devolución de remanente del crédito fiscal.
2
 Así, el adelanto artificial de recaudación registrado 

en 2007 empezó a compensarse gradualmente, alcanzando un máximo en 2009, justamente dos 

años después del inicio de la vigencia de ese sistema de retenciones, con lo cual las cifras 

oficiales de recaudación en ese año registraron una disminución artificial en la recaudación del 

IVA, simétricamente reflejado como un «aumento» en la evasión del IVA.
3
 

 

Adelante, este documento dedica una sección al problema de la discrecionalidad en las 

devoluciones de crédito fiscal del IVA al sector exportador. El Icefi introdujo ajustes en el 

cálculo de la estimación de la evasión con el propósito de corregir las variaciones artificiales los 

datos contables de recaudación del IVA, derivados de esa política discrecional del Ministerio de 

Finanzas Públicas de restringir las devoluciones para elevar los ingresos efectivamente 

disponibles para financiar el presupuesto de gasto. Con este ajuste, las cifras de recaudación y la 

estimación de la evasión reflejan de mejor forma la situación real del cumplimiento del impuesto. 

 

Con el propósito de corregir estas distorsiones en la estimación de la evasión del IVA, el Icefi 

realizó un ajuste a los valores calculados directamente con base a los datos oficiales. Por un lado 

simuló la recaudación del IVA a partir de 2007, suponiendo la inexistencia del sistema de 

retenciones introducido en 2006, y con ello eliminar el adelanto de recaudación recibido por el 

fisco en 2007 a cuenta de la recaudación de 2009 en adelante. Y por otro, calculó el porcentaje de 

evasión suprimiendo la discrecionalidad en la política de devolución de crédito fiscal del IVA al 

sector exportador. 

 

Con estos ajustes, y luego de aislar las distorsiones analizadas, el Icefi encuentra que en 2013 y 

2014 la evasión del IVA registró incremento de alrededor de siete puntos porcentuales, al pasar 

del 33.3% de su potencial en 2012 a 40.0% de su potencial en 2014. Con este cálculo, se estima 

que en 2014 la sociedad guatemalteca perdió más de Q 15 millardos, por concepto de evasión del 

IVA. 

 

b) Estimación de la evasión del ISR 

 

Contrario a la disponibilidad de algunos datos oficiales que permiten realizar estimaciones para la 

evasión del IVA, en el caso del ISR se enfrenta un problema agudo de opacidad en la SAT. Pese 

a que se han realizado solicitudes de información, las cuales a la fecha permanecen sin respuesta, 

el Icefi recurrió a cifras de 2012, con las cuales estimó que el nivel de incumplimiento en el 

régimen de actividades lucrativas del ISR impuesto es de alrededor del 40.3% de su potencial 

recaudatorio total, es decir, una evasión equivalente a unos Q 5,480 millones. 

                                                 
2 Segundo párrafo del artículo 11 del Decreto del Congreso de la República número 20-2006, Disposiciones Legales 

para el Fortalecimiento de la Administración Tributaria.  
3 No obstante este efecto, en 2009 además sí hubo una reducción importante en la recaudación del IVA producto del 

choque externo que sobre las finanzas públicas supuso la crisis económica mundial. En el caso de Guatemala, al 

igual que en el resto de Centroamérica, uno de los principales canales de transmisión de la crisis fue el comercio 

exterior, produciendo una caída dramática en las importaciones, y con ello, una caída en la recaudación del IVA 

importaciones. Sin embargo, la caída en la recaudación generada por la crisis mundial, no suponía un aumento 

directamente vinculado en la evasión del impuesto. 
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Esta estimación difiere a la de estudios previos,
4
 en los que se ha estimado que la evasión del ISR 

supera el 60% de su potencial recaudatorio. Esta diferencia corresponde a un refinamiento 

metodológico, en el sentido que la base de cálculo son los datos oficiales del Banguat para el 

producto interno bruto (PIB) medido por la vertiente de la remuneración a los factores de 

producción, que incluyen las rentas obtenidas por los agentes económicos del país a partir del 

cálculo regular de lo que se considera o no como valor agregado nacional. Las estimaciones 

anteriores de la evasión del ISR han sido realizadas en forma lineal, es decir, consideran que los 

valores de rentas económicas publicadas por el Banguat y las rentas imponibles del ISR son 

equivalentes. El Icefi refina la metodología de cálculo, ya que en su cálculo toma en cuenta que 

muchas deducciones contempladas en la ley del ISR no son parte de las deducciones económicas 

que son consideradas para efecto de estimar el PIB. 

 

Por otro lado, pese a que en la reforma tributaria aprobada en 2012 se pretendía depurar los 

costos y gastos de deducibles del ISR, hoy persisten numerosas deducciones que drenan el 

potencial tributario del ISR. Estas deducciones excesivas o demasiado generosas, conocidas en la 

jerga técnica como «escudos fiscales» constituyen una fracción importante de la recaudación 

potencial del ISR. Aunque los escudos fiscales no pueden considerarse una forma de fraude o 

evasión, son un foco de riesgo para el abuso, y ciertamente demanda de la administración 

tributaria cuantiosos esfuerzos adicionales para su control y fiscalización. 

 

Tabla 2 

Estimación del potencial, recaudación, escudos fiscales exenciones y evasión del ISR 

 

Recaudación 16.0% 

Escudos fiscales 32.0% 

Gasto tributario (exenciones) 11.7% 

Evasión 40.3% 

Potencial recaudatorio total 100.0% 
   Fuente: elaboración propio con base a cifras oficiales. 

 

4.2 Los evasores perciben que el riesgo de ser detectados o castigados es muy bajo: una 

deficiencia fundamental 

 

Una de las tareas fundamentales de toda administración tributaria es lograr que el incumplimiento 

de las obligaciones con el fisco sea percibido como un riesgo real, primero de ser detectado, y 

luego de ser castigado conforme a la ley. Sin embargo, como se verá a continuación, la SAT en el 

campo administrativo, pero también el sistema de administración de justicia (Ministerio Público y 

                                                 
4 Por ejemplo, véanse por ejemplo el Segundo Informe Centroamericano de Política Fiscal “La política fiscal en 

Centroamérica en tiempos de crisis” (2012) del Icefi (sección a partir de la página 50), reporta que Guatemala es el 

único país de los estudiados en el que la brecha de recaudación de las personas (69.9%) es superior a la de las 

empresas (62.8%), en tanto que la del IVA es de alrededor del 35%. Véase también el estudio “Estimación del 

incumplimiento tributario en América Latina 2000-2010” publicado en septiembre de 2012 por el Centro 

Interamericano de Administraciones Tributarias (CIAT), disponible en línea en : 

http://webdms.ciat.org:8080/action.php?kt_path_info=ktcore.actions.document.view&fDocumentId=7643 (para el 

nivel de incumplimiento tributario del ISR, véase el cuadro No. 5 en la página 28). 

http://webdms.ciat.org:8080/action.php?kt_path_info=ktcore.actions.document.view&fDocumentId=7643
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Organismo Judicial) en el campo de la persecución penal de los delitos tributarios, fallan 

significativamente en esta tarea. 

 

La percepción de riesgo por parte de los contribuyentes se mide con diversos indicadores. Los 

primeros son los que miden cuánto se evaden los impuestos: si la evasión es alta, es porque 

quienes defraudan al fisco no perciben un riesgo alto de ser detectados ni castigados. La sección 

anterior expuso que los niveles de evasión del IVA y del ISR, los dos impuestos más importantes 

en el sistema tributario guatemalteco, son altos, y en el caso del IVA, se registra un deterioro 

reciente. 

 

Además de los cálculos sobre evasión tributaria, se pueden utilizar otros índices que permiten 

evaluar si la administración tributaria guatemalteca está realizando apropiadamente su tarea de 

gestionar el riesgo sobre los contribuyentes que no cumplen regularmente con el pago de sus 

tributos. El primero de estos indicadores se refiere a la percepción de riesgo de ser auditado y el 

segundo es el llamado nivel de cumplimiento tributario voluntario. 

 

La percepción de riesgo de ser auditado por la administración tributaria, depende en primera 

instancia de la prioridad que dentro de política de recursos humanos de la institución tienen las 

tareas de auditoría y fiscalización. En la estructura organizativa actual de la SAT (véase el anexo 

1), esta prioridad en el uso del recurso humano debería estar a cargo de la instancia normativa de 

fiscalización y ser aprobada por el Directorio. Sin embargo dicha política no existe. 

 

A mediados de la década de 2000 la SAT organizó su funcionamiento a partir de la clasificación 

de los contribuyentes por el tamaño de sus operaciones: grandes, medianos y el resto. Las 

administraciones tributarias de otros países establecen como criterio base de generación de riesgo 

de fiscalización que cada contribuyente grande o mediano (que en conjunto aportan el 75% de la 

recaudación total), debe ser fiscalizado cada dos o tres años, o que sea fiscalizado por lo menos 

una vez antes del vencimiento del período de prescripción fiscal, el cual en Guatemala es de 

cuatro años. 

 

Para el resto de contribuyentes, la práctica internacional recomienda una política institucional que 

fije el nivel de riesgo apropiado, generalmente basada en el uso de herramientas tecnológicas que 

estimen la probabilidad de incumplimiento del contribuyente, y auditar en el caso que esa 

probabilidad exceda un valor crítico o de referencia. No obstante que la SAT registró avances 

importantes en el uso o creación de este tipo de herramientas tecnológicas para la gestión de 

riesgo de incumplimiento tributario, en la actualidad han sido abandonadas o seriamente 

comprometidas por niveles excesivos de discrecionalidad, o corrupción. 

 

Los datos oficiales de la SAT muestran que en 2013 se realizaron 2,658 auditorías a 

contribuyentes regulares para verificar su cumplimiento tributario, y considerando que ese año 

1,371,864 contribuyentes estaban afiliados a algún impuesto, la probabilidad de ser seleccionado 

para auditoría era del 0.19%. Como agravante, al comparar este cálculo para 2013 con el de los 

años anteriores, se evidencia un deterioro, ya que el riesgo de ser auditado era mayor en años 

anteriores. Este aspecto es particularmente importante, debido a que la SAT fiscaliza solamente a 

los contribuyentes que se encuentran inscritos y afiliados a algún impuesto, pero no al resto de 
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personas, incluyendo evasores no inscritos. Es decir, la probabilidad de que un evasor que no está 

inscrito y afiliado sea auditado es prácticamente nula, lo que constituye un incentivo perverso 

para operar en la informalidad. 

 

Tabla 3 

Probabilidad de que un contribuyente sea visitado o auditado por la SAT 

 
Concepto 2010 2011 2012 2013 

Auditorías realizadas 6,335 5,247 6,437 4,564 

Auditorías devolución crédito fiscal 2,131 1,788 2,003 1,906 

Auditorías de verificación cumplimiento tributario 4,204. 3,459 4,434 2,658 

Contribuyentes con afiliación a impuesto 1,116,996 1,215,169 1,282,093 1,371,864 

Riesgo (probabilidad) de ser auditado 0.38% 0.28% 0.35% 0.19% 

Presencias fiscales 161,941 126,137 185,804 198,026 

Estimación de contribuyentes visitados 53,980 42,046 61,935 66,009 

Contribuyentes IVA 798,446 874,391 963,666 1,036,664 

Riesgo (probabilidad) de ser visitado 6.8% 4.8% 6.4% 6.4% 
Fuente: elaboración propia con datos de la SAT. 

 

Otra forma de las actividades de fiscalización son las llamadas «presencias fiscales», una 

estrategia desarrollada desde hace muchos años como el mecanismo principal para verificar el 

cumplimiento del procedimiento de facturación, pero además para verificar el cumplimiento de 

otras obligaciones formales como la actualización de libros, máquinas registradoras y 

documentación de compra de las mercancías en inventario. Durante 2013 la SAT realizó 198,026 

de estas visitas en presencia fiscal y, debido a que no existen registros públicos del número 

efectivo de contribuyentes visitados, si se supone que cada año los contribuyentes son visitados 

tres veces en cualquiera de sus establecimientos comerciales, se estima que la probabilidad ser 

visitado en un año calendario es del 6.4%. 

 

Debe advertirse que estos son estimados de carácter general, y que no permiten identificar otras 

anomalías graves de carácter particular o sectorial. Por ejemplo, debido al alto grado de 

discrecionalidad en la ejecución de los procesos de revisión, existen contribuyentes grandes y 

medianos que nunca han sido fiscalizados, situación contraria a lo que recomiendan las mejores 

prácticas internacionales. En contraste, otros contribuyentes son revisados con frecuencia, 

muchas veces debido al sesgo geográfico de la capacidad de la SAT, concentrando las presencias 

fiscales en los centros urbanos más grandes, pero desatendiendo la fiscalización de 

contribuyentes en otras regiones geográficas. 

 

La percepción en la creación de riesgo tributario también se puede medir por medio del nivel de 

cumplimiento tributario voluntario, el cual se puede verificar de dos formas: por medio del 

porcentaje de declaraciones tributarias presentadas con valor, relativas a las declaraciones 

tributarias potenciales, y por el porcentaje de la recaudación tributaria que no se deriva de las 

gestiones de cobro tributario. El primero de los indicadores, el porcentaje de las declaraciones 

que se presentan con pago, ha venido disminuyendo sistemáticamente en los últimos cinco años 

de los cuales se dispone información (2009-2013), sin embargo, la caída es más acelerada en 

2013, lo que denota un incremento en el número de los contribuyentes que deciden incumplir sus 
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obligaciones tributarias. A la fecha, solo uno de cada 4 contribuyentes presenta una declaración 

de impuestos con pago (para más detalle, véase el anexo 2).  

 

Tabla 4 

Recaudación por sanciones y por cumplimiento voluntario 
- Millones de quetzales y porcentajes - 

Impuesto sobre la renta 

Sanciones 61.2 

Recaudación 11,272.2 

% de la recaudación por cumplimiento voluntario 99.5% 

Impuesto al valor agregado 

Sanciones 61.5 

Recaudación 18,141.3 

% de la recaudación por cumplimiento voluntario 99.7% 

Impuesto de Solidaridad 

Sanciones 2.7 

Recaudación 3,182.6 

% de la recaudación por cumplimiento voluntario 99.9% 

Totales 

Total sanciones 125.5 

Recaudación total 39,733.4 

% de la recaudación por cumplimiento voluntario 99.7% 
Fuente: elaboración propia con datos de la SAT. 

 

El segundo indicador está relacionado con el porcentaje de la recaudación que se realiza sin 

procedimientos coercitivos, el cual se presume como resultado del cumplimiento voluntario por 

parte de los contribuyentes. Los datos de la SAT muestran que el 99.7% de la recaudación se 

obtiene sin sanción, lo que permite interpretar que prácticamente la totalidad de la recaudación 

tributaria es producto del cumplimiento voluntario, el cual, como ya se anotó, muestra una 

tendencia decreciente en los últimos años. 

 

Lamentablemente no existe información pública sobre la actividad de cobranza recaudatoria por 

la SAT. Sin embargo, dado el número de empleados que la SAT tienen dedicados a tareas de 

cobranza, se infiere que, al igual que en materia de combate a la evasión y defraudación, y la 

creación de riesgo, los resultados son magros. 
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Gráfica 2

Cumplimiento voluntario medido en términos de declaraciones presentadas 

con pago
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Fuente: elaboración propia con base a datos oficiales de la SAT.  
 

4.3 Discrecionalidad excesiva: puerta abierta a la corrupción y la defraudación 

 

Prácticamente en todas las áreas de trabajo de la SAT existen grados de discrecionalidad que 

pueden resultar perniciosos. Sin embargo, en este diagnóstico se destacan los que resultan ser los 

principales focos de corrupción y defraudación: 

 

a) Despacho aduanero 

b) Devolución del crédito fiscal del IVA al sector exportador 

c) Política de fiscalización 

d) Registro Fiscal de Vehículos 

e) Intendencia de Asuntos Jurídicos 

 

a) Discrecionalidad en aduanas: más allá de «La línea» 

 

Los problemas en el despacho aduanero tienen orígenes diversos, y no todos están bajo el control 

de la administración aduanera. Destacan: 

 

- El modelo general de control aduanero. El sistema aduanero nacional no lo conforman 

solamente las oficinas de cobro y supervisión tributaria, sino que incluyen también: los entes 
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encargados de la carga y descarga en puertos (aéreos o marítimos); las fuerzas de seguridad, 

especialmente la Policía Nacional Civil y el Ejército; los entes encargados del control 

fitosanitario y otros aspectos sanitarios; el ente encargado del flujo migratorio, etc. Esta 

característica referida a una diversidad de instituciones participando en el mismo proceso 

aduanero y la poca coordinación existente entre ellas (lo que otros países han enfrentado 

concentrándolas en un solo ente), abre muchos puntos de discrecionalidad que pueden reflejarse 

en: el ingreso de contenedores no manifestados, la administración de los parqueos, el control de 

las puertas de salida de los recintos portuarios, el funcionamiento de las rampas de revisión, el 

papel de los agentes aduaneros y sus auxiliares, entre otros. 

 

- El sistema arancelario. El Sistema Arancelario Centroamericano (SAC) tiene un grado de 

armonización (cerca del 98% de los productos), lo cual, en teoría, debería facilitar el comercio 

regional, y con ello, la implementación de una unión aduanera centroamericana. Sin embargo, 

la política comercial implementada desde el Ministerio de Economía ha buscado preservar el 

proteccionismo industrial a muchos sectores económicos internos. Una prueba de este objetivo 

ha sido la negociación desordenada de los aranceles especiales aplicables a las canastas de 

productos de los convenios comerciales en que se ha involucrado el país. El desorden en estas 

negociaciones ha creado una diversidad excesiva de tasas arancelarias a la importación, y con 

ello discrecionalidad de las autoridades aduaneras y los empresarios importadores para elegir, 

legal o ilegalmente, la tasa arancelaria más conveniente a sus intereses. En este escenario, el 

importador se beneficia logrando que los productos se clasifiquen en la categoría con el arancel 

más bajo, mientras que el técnico aduanero puede buscar el pago de un soborno para acceder a 

la clasificación espuria. 

 

En el anexo 3 se presenta un ejemplo de la cantidad excesiva de tasas arancelarias aplicables a 

ciertos productos de importación, y con ello la enorme discrecionalidad en el proceso de 

clasificación arancelaria. El ejemplo ilustra que para un mismo producto (carne o bebidas 

gaseosas), el importador y el técnico aduanero tienen un espacio demasiado grande para 

negociar la tasa arancelaria a aplicar, dependiendo de la procedencia. Si el importador está en la 

posibilidad de, por ejemplo, falsificar los certificados de origen (algo que el caso «La línea» 

demuestra que es más bien fácil), o especificidades del producto (en el ejemplo, ¿cómo puede 

saber el técnico aduanero si la carne a importar es Prime & Choice o de otro tipo?), se 

incrementa la facilidad del fraude, y con ello, un estímulo mayor a la corrupción. 

 

El Icefi considera que el desorden generado por los acuerdos comerciales y otras políticas en 

materia de comercio exterior impulsadas en años recientes por el Ministerio de Economía, y 

que han resultado en la proliferación excesiva de tasas arancelarias, es la causa principal de la 

discrecionalidad en los procedimientos del despacho aduanero. Esta falla mayúscula se traduce 

en dos posibles esquemas de corrupción: 

 

i) El importador coloca intencionalmente una tasa arancelaria menor a la que le 

corresponde, con la intención de convencer al técnico aduanero de que el producto es 

al que le aplica la tasa arancelaria menor inferior, o de que el país de procedencia es 

uno con quien Guatemala acordó la tasa arancelaria menor; o, 
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ii) El técnico aduanero le ofrece al importador clasificar el producto como otro al cual le 

aplica una tasa arancelaria menor, a cambio de un soborno. Si el importador rechaza la 

oferta fraudulenta, el técnico aduanero bloquea el despacho provocándole al 

importador costos adicionales, situación que resulta fatal en el caso de los productos 

son perecederos. 

  

- Módulo selectivo (semáforo) del despacho: El módulo selectivo de despacho debe tomar en 

consideración la probabilidad de riesgo de defraudación aduanera que presenta un contenedor o 

un importador, y en función de esa probabilidad, la decisión de inspeccionar o no la mercadería. 

En su funcionamiento correcto, esa probabilidad es el resultado de cálculos de riesgo individual 

para el agente aduanero, para el tipo de producto, para el país de procedencia de la importación, 

para el transportista, para el importador, etc., los cuales son realizados y combinados por 

herramientas tecnológicas que siguen modelos matemáticos y otros recursos técnicos, que dan 

como resultado la indicación de inspeccionar o no (comúnmente en la forma de un semáforo, en 

el cual la luz roja es inspección y la verde importación sin inspección), previo al despacho. 

Algunas administraciones aduaneras agregan que, además del módulo selectivo, como mínimo 

debe revisarse el 5% del total de contenedores, incluyendo los que no sean identificados como 

riesgosos por el módulo selectivo, y con ello mantener la percepción de riesgo. 

 

En años anteriores la SAT no solo tuvo capacidad para implementar herramientas tecnológicas 

aplicables al módulo selectivo, sino además las aplicó, siguiendo las mejores prácticas 

internacionales. Sin embargo, hoy en la SAT las autoridades aduaneras tienen poder 

discrecional para decidir cuándo y qué productos revisar, al margen del uso o resultados del 

módulo selectivo. En particular, autoridades o técnicos aduaneros han cambiado a última hora 

la decisión, permitiendo el despacho sin revisión, o revisar contribuyentes, productos u orígenes 

de bajo riesgo. Esta discrecionalidad que desvirtúa severamente la efectividad del módulo 

selectivo genera un ambiente propicio para la propagación de la corrupción, y con ello, produce 

incentivos perversos para que grupos delictivos coopten o corrompan a los funcionarios y 

técnicos aduaneros. Las investigaciones de la Cicig y el MP muestran que «La línea» creció a 

tal punto que logró cooptar a las propias autoridades superiores de la SAT, y todavía está por 

conocerse su extensión en mandos medios y técnicos aduaneros. 

 

- Planificación. La discrecionalidad en aduanas también está relacionada a la incapacidad del 

área de planificación de la SAT para definir y evaluar la productividad de los procedimientos y 

procesos de revisión del riesgo aduanero. También destacan la carencia de indicadores sobre la 

eficiencia del análisis de riesgo, así como su monitoreo para el planteamiento de estrategias de 

revisión, así como la decisión de no publicar y no utilizar estudios que permitan medir el nivel 

de defraudación aduanera (deficiencia y opacidad similar a la mencionada en el caso de los 

estudios de evasión del IVA y del ISR). Este es un deterioro reciente de la SAT, ya que en años 

anteriores generó y publicó documentos técnicos sobre la medición de discrepancias en el 

comercio exterior (comparación de registro de importación en Guatemala versus registro de 

exportación en el país de origen de las importaciones), y que arrojaba luces sobre el 

comportamiento, composición y trayectoria de la defraudación aduanera. 
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b) Discrecionalidad en las devoluciones de crédito fiscal del IVA a los exportadores: 

anomalías y estructuras delictivas pendientes de descubrir e investigar 

 

Al igual que en la legislación de otros países, la ley del IVA guatemalteca establece que los 

exportadores pueden solicitar a la SAT la devolución de este impuesto pagado en la adquisición 

de los insumos necesarios para la producción de las exportaciones.
5
 Como fase previa a la 

devolución de este crédito fiscal del IVA, la SAT debe practicar una revisión para validar tanto la 

pertinencia de los documentos y de las exportaciones realizadas, para luego, cuando el Minfín 

traslada los recursos necesarios, hacer efectiva la devolución. 

 

Tabla 5 

Saldo pendiente de devoluciones de crédito fiscal del IVA al sector exportador 
- Millones de quetzales y porcentajes - 

Año 
Saldo 

pendiente 

Variaciones 

Absolutas Relativas 

2005 2,097.4   

2006 1,894.8 -202.6 -9.7% 

2007 1,709.3 -185.5 -9.8% 

2008 2,057.3 348 20.4% 

2009 2,062.1 4.8 0.2% 

2010 1,992.3 -69.8 -3.4% 

2011 2,113.8 121.5 6.1% 

2012 1,904.5 -209.3 -9.9% 

2013 2,708.1 803.6 42.2% 

2014 3,440.8 732.7 27.1% 
Fuente: elaboración propia con datos de la SAT. 

 

La discrecionalidad en la administración de este proceso y el potencial foco de corrupción se 

origina en práctica del Ministerio de Finanzas Públicas de no trasladar recursos suficientes para 

atender el monto de devoluciones de crédito fiscal del IVA solicitado por los exportadores. Como 

resultado, existe una presa de devoluciones pendientes de atender, generando demora en la 

resolución de casos, la cual puede extenderse hasta dos años. Esto genera incentivos perversos en 

exportadores y autoridades de la SAT para negociar el orden en que se pagarán las devoluciones 

pendientes, y con ello, un exportador puede asegurar prioridad en la lista de pago, a cambio de un 

soborno a un funcionario de la SAT con poder discrecional para alterar el orden del listado de 

espera de exportadores con devoluciones pendientes. 

 

Durante el periodo 2005-2011 esta presa de devoluciones de crédito fiscal del IVA a los 

exportadores pendiente de pago se mantuvo razonablemente constante. En 2012 registró una 

caída ligera, para mostrar un crecimiento sin precedentes en 2013 y 2014, lo cual refleja tanto una 

desaceleración en el ritmo de auditorías por parte de la SAT, así como en el traslado de recursos 

por el Minfín. 

 

                                                 
5 Artículos 23, 23 “A”, 24, 24 “A” y 25 del Decreto del Congreso de la República número 27-92 y sus reformas, Ley 

del Impuesto al Valor Agregado. 
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Tabla 6 

Devoluciones de crédito fiscal del IVA pagadas, autoacreditadas y montos no trasladados 

por el Ministerio de Finanzas Públicas 
- Millones de quetzales y porcentajes – 

 

Año Pagado Autoacreditado Total 
Recaudación 

IVA 

Pagado / 

Recaudación 

Pagado + 

autoacreditado 

/ Recaudación 

Monto no 

trasladado por 

Minfin 

2003 666.4  666.4 9,955.0 6.7% 6.7%  

2004 1,048.5  1,048.5 11,530.8 9.1% 9.1%  

2005 1,449.6  1,449.6 12,202.3 11.9% 11.9%  

2006 1,445.0 41.6 1,486.6 13,912.5 10.4% 10.7%  

2007 1,150.2 597.4 1,747.6 17,179.3 6.7% 10.2% 224.1 

2008 1,233.1 697.3 1,930.4 18,077.6 6.8% 10.7% 213.1 

2009 1,300.0 679.6 1,979.6 16,953.7 7.7% 11.7% 56.3 

2010 1,285.6 842.0 2,127.6 19,122.5 6.7% 11.1% 244.2 

2011 1,686.3 1,178.6 2,864.9 22,336.7 7.5% 12.8% 100.7 

2012 1,584.3 777.4 2,361.7 23,389.3 6.8% 10.1% 286.8 

2013 1,722.3 427.6 2,149.9 24,023.8 7.2% 8.9% 199.6 

2014 1,800.8 466.0 2,266.8 25,419.7 7.2% 8.9% 232.8 

Total 16,372.1 5,707.5 22,079.6 214,103.2 7.6% 10.3% 1,557.6 
Fuente: elaboración propia con base a datos oficiales de la SAT y el Ministerio de Finanzas Públicas. 

 

El volumen total de devoluciones del crédito fiscal, integrado por el pago efectivo como por el 

autoacreditamiento de retenciones, significó históricamente alrededor del 11% del IVA 

recaudado. Sin embargo, en 2013 y 2014 disminuyó al 8.9%, por debajo de lo registrado en años 

anteriores. La decisión del Ministerio de Finanzas Públicas de reducir el traslado de recursos para 

las devoluciones de crédito fiscal, incrementa el monto de recaudación disponible para el 

financiamiento del presupuesto de gasto, pero esconde un aumento de la presa de devoluciones 

pendientes de pago. 

 

c) La discrecionalidad en las decisiones sobre qué contribuyentes auditar 

 

Las administraciones tributarias modernas requieren de dos aspectos básicos para optimizar el 

uso de los recursos humanos en el proceso de fiscalización: una política de recurso humano 

específica para tareas de fiscalización; y, un módulo selectivo automatizado. Con estas 

herramientas, la administración tributaria genera la percepción en los contribuyentes que el riesgo 

de detección de fraude fiscal es real, y con ello se estimula el cumplimiento tributario voluntario. 

 

Lamentablemente hoy la SAT carece de ambos aspectos básicos. La administración aduanera ha 

desvirtuado el módulo selectivo de riesgo con la injerencia discrecional de funcionarios y 

técnicos aduaneros, la fiscalización de impuestos internos padece de deficiencias similares. En 

años anteriores la SAT desarrolló prototipos de módulos de riesgo, sin embargo, se basaron en un 

número demasiado pequeño de variables cualitativas, de tal forma que dos o tres de ellas 

implicaban riesgo y consecuentemente la necesidad de fiscalización. Las variables empleadas 

incluyeron: presentación de declaraciones, reducción en el pago de impuestos respecto del año 
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anterior, disminución de las ventas o exportaciones, solicitud de devolución de crédito fiscal, 

entre otras. 

 

Así, la carencia del módulo automático de riesgo genera discrecionalidad excesiva. Los auditores 

programan las acciones de fiscalización con base en su experiencia, la cual sin duda es 

importante, pero discrecional, y por ello un foco de corrupción potencial: un auditor corrupto 

fácilmente puede obviar una auditoría a cambio de un soborno, o «castigar» a contribuyentes 

honestos con auditorías que un módulo automático de riesgo no sugeriría. La posibilidad de estas 

anomalías se facilita aún más ya que la SAT tampoco realiza una evaluación sistemática de la 

calidad de las auditorías y de los auditores.  

 

Los datos evidencian estas carencias: por ejemplo, la SAT continúa considerando «exitosas» 

auditorías que concluyen con una rectificación tributaria de implica un ingreso al fisco de Q 15, 

esfuerzo que no compensa los costos involucrados en el proceso. Esto también refleja las 

deficiencias derivadas de la falta de aplicación de un módulo automático de riesgo, basado en 

criterios técnicos. 

  

La SAT tampoco realiza estudios que evalúen la sostenibilidad de los ajustes resultado de las 

auditorías, creando un tercer foco de discrecionalidad en las áreas de resoluciones tributarias, 

responsables del seguimiento de los ajustes logrados por las áreas de fiscalización. Un estudio 

realizado por la SAT en 2011, que analizó datos de 2009 mostró que de cada Q 100 en ajustes por 

fiscalización, se lograba el pago efectivo de menos de Q 3. Semejante deficiencia sugiere que las 

capacidades de los fiscalizadores son muy pobres, y que además el proceso entre el ajuste y el 

cobro es vulnerable a situaciones diversas, incluyendo los recursos de revocatoria a cargo del 

Directorio de la SAT, en el que se abre un espacio más de discrecionalidad. 

 

d) Registro fiscal de vehículos: una carga onerosa para la SAT, con tareas fuera de su 

naturaleza y mandato principal 

 

Las funciones de la SAT establecidas en su ley orgánica,
6
 no incluyen el control de la propiedad 

de los vehículos. Sin embargo, esta tarea permanece ya que la legislación vigente exige a la SAT 

mantener actualizados los registros necesarios para el cumplimiento de sus obligaciones, en este 

caso, la administración del impuesto sobre circulación de vehículos terrestres, marítimos y 

aéreos, en cuya ley específica se establece el funcionamiento del Registro Fiscal de Vehículos, 

con tareas relacionadas con el control y monitoreo de los vehículos en circulación, para efectos 

del pago del impuesto.
7
 Sin embargo, ese mismo cuerpo legal establece que el Registro Fiscal de 

Vehículos de la SAT o la institución designada para el efecto debe emitir un certificado de 

propiedad de los vehículos.
8
 

 

                                                 
6 Artículo 3 del Decreto del Congreso de la República número 1-98, Ley Orgánica de la Superintendencia de 

Administración Tributaria, 
7 Artículo 23 del Decreto del Congreso de la República número 70-94, Ley del Impuesto sobre Circulación de 

Vehículos Terrestres, Marítimos y Aéreos. 
8 Artículo 24 de la norma citada. 
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La acción de emitir los certificados de propiedad de los vehículos, hoy a cargo de la SAT, es un 

blanco natural de grupos delincuenciales vinculados al robo de vehículos y otros delitos cuya 

comisión requiere alteraciones fraudulentas del registro de propiedad. La situación se agrava por 

el hecho que este procedimiento puede ser realizado por terceras personas, que en muchos casos 

también se prestan a cambios ilegales de propiedad. 

 

Adicional al problema de exposición a estructuras criminales, la SAT enfrenta el problema que la 

demanda de servicios vinculados solo al registro de la propiedad de los vehículos es, por mucho, 

más grande que la demanda por servicios vinculados al pago de impuestos. Los datos de la SAT 

muestran que entre el 75% y el 80% de las personas que acuden a una oficina tributaria de la 

SAT, lo hacen para realizar trámites vinculados con el traspaso de propiedad de vehículos, no por 

el pago de impuestos. Esto genera una desviación de recursos y esfuerzos de la administración 

tributaria, para atender una tarea desvinculada a su propósito y objetivo principal. 

 

La enorme demanda de servicios vinculados al registro de propiedad de los vehículos genera 

otros problemas. En particular, la denominada «legislación de escritorio» por parte del personal 

de la SAT en el registro fiscal de vehículos, una práctica en la que el personal agrega requisitos y 

documentación para los trámites, más allá de lo que las leyes y reglamentos establecen, abriendo 

la posibilidad de negociaciones para simplificar procesos o reducir requisitos, a cambio de un 

soborno. 

  

e) Discrecionalidad en el cobro y procuración jurídica: foco de corrupción añejo y bien 

conocido 

 

Uno de los señalamientos de corrupción más fuertes contra la SAT actual, es la existencia de 

negociaciones espurias entre las autoridades del área jurídica a cargo de casos de alto impacto. El 

objetivo de estas negociaciones es evitar el pago de los impuestos y las sanciones vinculadas con 

casos de fiscalización que han alcanzado los ámbitos: económico coactivo, contencioso 

administrativo y en algunos casos el penal. Se presume que estas formas de corrupción han 

alcanzado también al Ministerio Público y al Organismo Judicial.
9
 

 

Lamentablemente las dependencias de la SAT responsables de la procuración jurídica, resultan 

ser de las más opacas, debido a que no publican información relativa al número de casos 

recibidos, casos que han sido presentados a los tribunales, productividad de los casos bajo la 

responsabilidad de esta Intendencia, casos considerados como incobrables, etc. 

 

4.4 Número de contribuyentes: indicador de la demanda de atención y servicios de la SAT 

 

¿Cuántos contribuyentes hay en Guatemala? La respuesta a una pregunta tan simple como esta 

debiese proveer un primer indicador de la magnitud de los desafíos de la SAT. Tanto un número 

                                                 
9 Por ejemplo, el caso investigado por la Cicig en contra de Erick Gustavo Santiago de León, quien fungió como 

magistrado vocal II de la Sala Tercera de la Corte de Apelaciones del ramo civil. Para más información, véase: 

http://www.cicig.org/index.php?mact=News,cntnt01,detail,0&cntnt01articleid=564&cntnt01returnid=67 

http://www.cicig.org/uploads/documents/2014/0036_20141009_CorrupcionJudicial.pdf 

 

http://www.cicig.org/index.php?mact=News,cntnt01,detail,0&cntnt01articleid=564&cntnt01returnid=67
http://www.cicig.org/uploads/documents/2014/0036_20141009_CorrupcionJudicial.pdf
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grande de contribuyentes efectivos e inscritos, como un número grande de personas operando en 

la informalidad económica, planten desafíos enormes a una administración tributaria. 

 

Sin embargo, en Guatemala lamentablemente las cifras oficiales no ofrecen respuestas 

contundentes, lo cual sumado a un sector económico informal grande, genera incertidumbre sobre 

el número efectivo de personas que requieren atención y servicios de la SAT. Por ejemplo, en el 

Registro Tributario Unificado (RTU) están inscritas 7.5 millones de personas,
10

 de las cuales en 

2013 estaban afiliadas a algún impuesto 1,371,864, y de esas, solo 689,852 realizaron pagos por 

impuestos y por ello pueden considerarse contribuyentes efectivos. Es decir, si se considera que 

los contribuyentes afiliados a algún impuesto constituyen la base tributaria formal, de ésta solo el 

50.3% es base tributaria efectiva (y alrededor del 9% del total de personas con número de 

identificación tributaria). 

 

Tabla 7 

Número de contribuyentes inscritos en el registro tributario unificado y afiliados a algún 

impuesto en 2010 -2013 

 

Concepto 2010 2011 2012 2013 

Contribuyentes efectivos 529,837 608,934 684,896 689,852 

Contribuyentes afiliados a algún impuesto 1,116,996 1,215,169 1,282,093 1,371,864 

Porcentaje de la base tributaria efectiva 47.4% 50.1% 53.4% 50.3% 

Fuente: elaboración propia con datos de la SAT. 
 

Ahora bien, asegurar que en 2013 solo 689,852 personas pagaron impuestos es, en rigor, falso. El 

registro oficial de contribuyentes de la SAT lamentablemente tiene varias inexactitudes y 

omisiones. Por ejemplo, el registro omite alrededor de 500,000 personas que liquidan su 

obligación de impuesto sobre la renta (ISR) mediante retenciones que como pago definitivo les 

aplican a terceros, incluyendo trabajadores asalariados y negocios pequeños. En estos casos 

quienes aparecen como «contribuyentes» son los agentes de retención, en el caso de los 

trabajadores asalariados, sus patronos, quienes incluso podrían no tributar su obligación de ISR 

(por ejemplo, una empresa que reporte pérdidas), pero sí figuran como contribuyentes efectivos al 

pagar al fisco el impuesto retenido a sus trabajadores. 

 

Por otro lado, el registro de contribuyentes de la SAT incluye solamente a quienes son sujetos 

pasivos legales del impuesto (es decir, quienes soportan la incidencia legal del tributo), pero no 

quienes soportan la incidencia económica. Esto es particularmente evidente en el caso de los 

impuestos indirectos, en el que la SAT registra como contribuyentes a los responsables 

tributarios, es decir, las personas naturales o jurídicas que la ley establece como responsables de 

declarar y pagar al fisco el impuesto. Sin embargo, desde el punto de vista económico, la mayoría 

de las veces estos responsables tributarios trasladan la obligación al consumidor final, y con ello, 

                                                 
10 Información de la SAT da cuenta que al 12 de mayo de 2015 se reportaron 7,563,489 personas con número de 

identificación tributaria (NIT). 
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aunque ante la ley son los «contribuyentes», quienes en realidad cargan la incidencia económica 

del impuesto son otros. 

 

Así, en el caso del impuesto al valor agregado (IVA), en la última etapa de comercialización de 

un bien o un servicio quienes son registrados como «contribuyentes» son los vendedores, 

mientras que el consumidor final, quien en realidad paga el impuesto, es «invisible» a la SAT. En 

el caso del impuesto a la distribución de petróleo crudo y combustibles derivados del petróleo, el 

responsable tributario o «contribuyente» es la empresa importadora, y no los consumidores que 

pagan el impuesto en la estación de servicio en la que compran el combustible para consumo. 

Situación similar ocurre con los impuestos a la distribución de bebidas o al consumo de 

cigarrillos, en los que el «contribuyente» es el importador o fabricante, pero no el consumidor 

final que carga con el impuesto. Se estima que existen entre un millón y medio y dos millones de 

contribuyentes reales, en el sentido que son quienes en realidad cargan con el efecto económico 

del tributo, y que no son tomados en cuenta en estos conteos. 

 

Esta falta de transparencia en la incidencia económica de los impuestos, por un lado distorsiona 

los análisis de equidad y justicia tributaria, ya que atenúan el efecto regresivo de los impuestos 

indirectos. Por otro lado, no permite distinguir entre personas que, aunque la SAT no considera 

contribuyentes, sí pagan impuestos, como es el caso de un consumidor en el mercado formal, y 

personas que por consumir en el mercado informal, en realidad no pagan el impuesto. 

 

Es decir, en realidad la SAT no sabe cuántos contribuyentes efectivos hay en Guatemala. 

 

4.5 Nombramiento de autoridades superiores: injerencia política pese a disposiciones 

legales  

 

En la ley orgánica de la SAT se establece que es una entidad estatal descentralizada, con 

competencia y jurisdicción en todo el territorio nacional, y que goza de autonomía funcional, 

económica, financiera, técnica y administrativa, así como personalidad jurídica, patrimonio y 

recursos propios. También establece que por un lado el Superintendente es electo por el 

Presidente de la República de una terna propuesta por el Directorio, cuyos integrantes a su vez 

son electos por el Presidente, a partir de una lista de candidatos proporcionada por una comisión 

postuladora integrada por rectores, decanos universitarios y representantes de colegios e institutos 

profesionales. 

 

Este esquema pretende lograr un nivel parcial de autonomía política que no es extraño en la 

experiencia latinoamericana. En la región prevalece que la entidad nominadora de las autoridades 

superiores de la administración tributaria es la presidencia del Ejecutivo, y en algunos casos el 

ministro de finanzas o hacienda, con el objetivo de lograr control sobre la política fiscal. El hecho 

que sea el presidente del Ejecutivo quien nombra a las autoridades superiores de la 

administración tributaria pareciera no ser causa de problemas en entes de reconocido prestigio y 

éxito, como la Administración Federal de Ingresos Públicos (Afip) de Argentina, la 

Superintendencia Nacional de Aduanas y de Administración Tributaria (Sunat) de Perú, la 

Dirección de Impuestos y Aduanas Nacionales (Dian) de Colombia o el Servicios de Impuestos 

Internos (SII) de Chile, por lo que su autonomía efectiva no depende precisamente de quien 
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realiza el nombramiento, sino de la efectividad, transparencia y consistencia de sus procesos 

internos. 

 

Tabla 8 

Ente nominador de la autoridad administrativa superior de la administración tributaria 

Selección de países latinoamericanos 

 
Organismo 

Legislativo 

Ministro de 

finanzas, hacienda 

o equivalente 

Presidente 

(Ejecutivo) 
Otros 

Argentina (AFIP)1/   ×  
Bolivia (SIN)   ×  
Brasil (RFB)  ×   
Chile (SB)   ×  
Colombia (DIAN)   ×  
Costa Rica (DGT)  ×   
Ecuador (SRI)   ×  
El Salvador (DGII)  ×   
Guatemala (SAT)   ×  
Honduras (DEI)   ×  
México (SAT)2/   ×  
Nicaragua (DGI)   ×  
Panamá (DGI)  ×   
Paraguay (SET)   ×  
Perú (SUNAT)   ×  
República Dominicana (DGII)   ×  
Uruguay (DGI)   ×  

1/ Avalada por el Congreso 

2/ Ratificado por el Senado de la República o en su caso de la Comisión Permanente del Congreso de la Unión 

Fuente: BID, Captac-DR y CIAT (2013). Estado de la Administración Tributaria de América Latina, 2006-2010 

 

 

4.6 Problemas de ineficiencia y comisiones por servicios bancarios demasiado altos, 

contrastan con una recaudación demasiado baja 

 

Debido tanto a la estructura administrativa institucional, como a la falta de efectividad en la 

ejecución de su trabajo, la administración tributaria guatemalteca es la más onerosa de la 

Latinoamérica en términos de costo por recaudación. Los datos de la tabla 9 muestran que el 

promedio regional del costo del funcionamiento como porcentaje de la recaudación es de 1.37%, 

mientras que el de Guatemala es 2.30%, es decir 68.4% superior al promedio regional. Sin 

embargo, en descargo de la SAT guatemalteca debe advertirse que no todas las administraciones 

tributarias incluidas en la tabla 9 tienen la responsabilidad de administrar el sistema aduanero, y 

la guatemalteca sí. 
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Tabla 9 

Costo de operación de la administración tributaria 

Selección de países latinoamericanos 

 
Como % de la recaudación 

(promedio 2006/10) 

Como % del PIB 

(promedio 2006/10) 

Argentina (AFIP) 2.01 0.55 

Bolivia (SIN) 0.73 0.13 

Brasil (RFB) 0.97 0.21 

Chile (SB) 1.05 0.12 

Colombia (DIAN) 0.98 0.12 

Costa Rica (DGT) 1.40 0.14 

Ecuador (SRI) 1.30 0.12 

El Salvador (DGII) 0.89 0.08 

Guatemala (SAT) 2.30 0.27 

Honduras (DEI) 1.14 0.17 

México (SAT) 1.03 0.09 

Nicaragua (DGI) 1.90 0.22 

Panamá (DGI) 0.50 0.04 

Paraguay (SET) 2.47 0.14 

Perú (SUNAT) 1.54 0.29 

República Dominicana (DGII) 1.66 0.16 

Uruguay (DGI) 1.35 0.20 

Promedio 1.37 0.18 

Fuente: BID, Captac-DR y CIAT (2013). Estado de la Administración Tributaria de América Latina, 2006-2010 

 

Además, la SAT guatemalteca incluye dentro de sus costos comisiones bancarias elevadas, 

vinculadas al proceso de recaudación. Estos pagos a la banca privada equivalen al 0.85 por millar 

de lo recaudado, más Q 0.50 (alrededor de USD 0.06) por formulario digitado, aún cuando 

prácticamente la totalidad de los formularios son presentados electrónicamente. Estas comisiones 

para la banca privada provocan un incremento significativo de los costos de funcionamiento 

institucional, y que priva a la SAT de recursos para el fortalecimiento tecnológico y el pago de 

salarios competitivos a los trabajadores. Adicionalmente, los bancos disfrutan del privilegio de 

mantener los recursos de la recaudación durante cinco días hábiles (floating), los cuales los 

bancos fácilmente pueden colocar en inversiones overnight. 
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Tabla 10 

Estructura del destino del gasto en el presupuesto de la administración tributaria 

Selección de países latinoamericanos 

 Destino del gasto 

 Personal Corrientes Inversiones Otros 

Argentina (AFIP) 89.0 10.2 0.4 0.3 

Bolivia (SIN) 55.3 41.2 3.5  

Brasil (RFB) 72.1 25.7 2.0 0.2 

Chile (SB) 81.9 12.6 4.8 0.7 

Colombia (DIAN) 46.4 10.9 39.1 3.6 

Costa Rica (DGT) 55.2 20.8 1.3 22.7 

Ecuador (SRI) 63.3 24.1 11.4 1.3 

El Salvador (DGII) 76.3 23.3 0.4 0.1 

Guatemala (SAT) 57.5 37.7 4.3 0.5 

Honduras (DEI) 85.5 14.0 0.5  

México (SAT) 83.4 16.3 0.3  

Nicaragua (DGI) 77.3 22.6  0.1 

Panamá (DGI) 57.5 31.3 11.2  

Paraguay (SET) 42.3 0.1 7.6 50.0 

Perú (SUNAT) 63.0 32.5 4.5 0.0 

República Dominicana (DGII) 62.9 30.8 6.0 0.2 

Uruguay (DGI) 88.6 8.9 0.7 1.7 

Promedio 68.1 21.4 6.1 6.3 

Fuente: BID, Captac-DR y CIAT (2013). Estado de la Administración Tributaria de América Latina, 2006-2010 

 

La comparación regional vuelve a evidenciar problemas serios en las prioridades del gasto dentro 

del presupuesto de la SAT. Del total, la SAT guatemalteca destina el 35.7% para gastos 

corrientes, prácticamente el doble del promedio regional, con lo cual destina solo el 57.5% de sus 

recursos para pagos de salarios, mientras que el promedio regional alcanza 68.1%. Esta 

deficiencia en el orden de prioridades de gasto en el presupuesto de la SAT sugiere que la entidad 

no ha sido capaz de ejercer con eficiencia la autonomía administrativa y financiera que le 

concede su ley orgánica para corregir la estructura de su gasto. La comparación regional sugiere 

la necesidad de reducir los costos operativos de la SAT guatemalteca, especialmente aquellos 

vinculados a comisiones bancarias y arrendamientos, para liberar recursos que financien 

inversiones en innovación tecnológica y salarios que compitan de forma efectiva con los del 

sector privado. 

 

4.7 Problemas en la gestión del recurso humano 

 

La sección anterior mostró la importancia de reestructurar el presupuesto de gastos de la SAT, 

reduciendo el peso de los gastos corrientes para abrir espacios presupuestarios para inversiones y 

mejores remuneraciones. Sin embargo, los desafíos de la SAT en materia de gestión de su recurso 

humano van más allá del esfuerzo por incrementar salarios. La SAT requiere redefinir su 
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estructura interna institucional, en la que una parte importante de su recurso humano se dedica a 

actividades secundarias o de apoyo a la recaudación. 

 

El organigrama de la SAT (véase el anexo 1), muestra la composición de lo que se conoce 

internamente como el Comité Gerencial, el ente responsable de la administración interna y la 

toma de decisiones gerenciales. Este Comité lo integran alrededor de 34 funcionarios, incluyendo 

al superintendente, los intendentes, gerentes y subgerentes. Sin embargo, de esta treintena, solo 7 

tienen responsabilidad en el cumplimiento de metas de recaudación, por lo que prácticamente la 

responsabilidad principal de la institución pasa a un segundo plano en la toma de decisiones, ya 

que no es del interés de la mayor parte de integrantes del Comité Gerencial. 

 

En general, las funciones principales de la SAT son: 

 

a) Facilitación del cumplimiento tributario a los contribuyentes. 

 

b) Creación de riesgo para los contribuyentes que no cumplen con el pago puntual de sus 

tributos, lo que redunda en la disminución de la evasión y defraudación tributaria. 

 

c) Administración del sistema aduanero nacional. 

 

Tabla 11 

Dedicación del recurso humano de la administración tributaria 

Selección de países latinoamericanos 

 
Orientación y 

asistencia al 

contribuyente 

Fiscalización 

(incluye 

internacional) 

Recaudación y 

cobranza 

Servicios 

jurídicos y 

contencioso 

Gerencia 

Gestión de RRHH, 

informática y 

tecnología, servicios 

administrativos y otros 

Argentina (AFIP) 8.6 42.9 13.6 16.4 1.4 17.1 

Bolivia (SIN) ND ND ND ND ND ND 

Brasil (RFB) ND ND ND ND ND ND 

Chile (SB) 13.6 50.6 - 9.9 0.8 25.2 

Colombia (DIAN) 12.2 25.6 28.0 6.6 1.3 26.2 

Costa Rica (DGT) 13.2 23.1 44.5 1.0 13.6 4.5 

Ecuador (SRI) 23.1 34.8 6.5 10.3 8.7 16.6 

El Salvador (DGII) 17.7 41.4 15.0 9.8 0.2 15.9 

Guatemala (SAT) 1.7 31.8 35.4 6.5 0.4 24.2 

Honduras (DEI) ND ND ND ND ND ND 

México (SAT) 7.8 34.3 29.4 9.1 0.0 19.3 

Nicaragua (DGI) 7.1 21.6 39.0 6.9 0.7 24.6 

Panamá (DGI) 25.9 24.0 12.0 3.0 0.6 34.5 

Paraguay (SET) 3.1 14.9 44.7 6.0 8.9 22.4 

Perú (SUNAT) 17.0 35.3 13.8 7.3 3.4 23.2 

Rep. Dominicana (DGII) 7.4 17.4 30.5 1.9 0.2 42.6 

Uruguay (DGI) 8.0 23.5 40.7 4.7 5.7 17.5 

Promedio 11.9 30.1 25.2 7.1 3.3 22.4 

Fuente: BID, Captac-DR y CIAT (2013). Estado de la Administración Tributaria de América Latina, 2006-2010 

 

En la experiencia internacional, las administraciones tributarias que logran cumplir estas 

funciones con más éxito destinan la mayor parte de su recurso humano a tareas de atención al 

contribuyente, fiscalización y cobranza, destinando el resto del personal a actividades de apoyo. 
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Sin embargo, la SAT guatemalteca utiliza solo el 1.7% de su recurso humano para facilitar el 

cumplimiento tributario a los contribuyentes, muy por debajo del promedio regional de 11.9%. 

La SAT utiliza el 31.8% del personal para fiscalización y alrededor del 35.4% para recaudación y 

cobranza, pero de esta última cifra, el 24.0% corresponde a funciones aduaneras y el 11.4% para 

actividades de cobranza. Es decir, solo alrededor del 44.9% del personal de la SAT está dedicado 

a las tareas que se reconocen internacionalmente como indispensables para una administración 

tributaria, mientras que el resto del personal se dedica a actividades de apoyo (en la SAT el 

24.2% del total), y control aduanero. 

 

Por otro lado, las administraciones tributarias modernas y efectivas clasifican a los contribuyentes 

según su nivel de cumplimiento voluntario, y con ello, las actividades y responsabilidades del 

personal responden al tipo de contribuyente, de la siguiente forma: 

 

a) Para los contribuyentes que siempre cumplen sus obligaciones tributarias, la misión deberá 

ser facilitar el cumplimiento en el pago de impuestos. 

 

b) Para los contribuyentes que regularmente cumplen con sus obligaciones tributarias, el trabajo 

del ente tributario será de cobranza y recordatorio. 

 

c) Para aquellos contribuyentes que regularmente no cumplen con sus obligaciones tributarias, 

la función de la administración tributaria será de fiscalización. Sobre este particular es 

importante destacar que deberá haber un pequeño porcentaje del personal de fiscalización que 

se destine a revisar la certeza en el cumplimiento tributario voluntario de los dos grupos 

anteriores, simplemente con el fin que el contribuyente perciba control; sin embargo, el 

porcentaje de los recursos deberá ser pequeño, dejando la mayor parte del personal de 

fiscalización para la supervisión del incumplidor parcial. 

 

d) Para aquellos contribuyentes que no cumplen con sus obligaciones tributarias de forma 

regular o definitiva, la función de la administración tributaria se enmarca en el apoyo a la 

persecución penal. En Guatemala, en este punto a la SAT le corresponde actuar como 

querellante adhesivo, en apoyo al Ministerio Público. 

 

Por ello, dado a que únicamente el 44.9% del recurso humano de la SAT está dedicado a las 

tareas fundamentales, es esperable que los resultados de las actividades más importantes no sean 

halagüeños. 

 

Finalmente se reconoce que se requiere mayor afinamiento de los datos, los cuales no se 

disponen. En particular, de los números de empleados mencionados deben sustraerse quienes se 

dedican a actividades normativas, de planificación y de dirección de cada dependencia, por lo que 

en general hay muy pocos empleados operativos para las funciones mencionadas. 

 

4.8 Facilitación del cumplimiento: algunos avances 

 

En contraste con el deterioro reciente que muestran las secciones anteriores, la SAT ha logrado 

continuar con los avances en materia simplificación de los procesos de cobro y en la reducción 
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del tiempo empleado para presentar declaraciones juradas. Estos avances incluso han sido objeto 

de reconocimiento, por ejemplo, el incremento en la calificación del indicador Doing Business 

del Banco Mundial. Los datos de la SAT muestran que el 97.6% de la recaudación se percibe por 

medios electrónicos, derivado del hecho que el 92.8% de las declaraciones se presentan 

electrónicamente. Sin embargo, la facilitación del cumplimiento voluntario no está representando 

más contribuyentes efectivos. 

 

4.9 Roles institucionales anticuados y conflicto con otras políticas económicas 

 

Es importante recordar que actualmente, a nivel mundial, el papel de las aduanas ha cambiado de 

ser un ente dedicado a la recaudación tributaria y con controles específicos para vigilar el pago de 

impuestos, a un ente de facilitación del comercio exterior, con tareas de preservación social para 

evitar el trasiego ilegal de armas, drogas o personas. Sin embargo, debido a la estructura 

tradicionalista y anacrónica de la fiscalización de la SAT, se ha mantenido el enfoque de 

supervisión tributaria en el ingreso de las mercancías, en lugar de realizar la verificación 

directamente en las bodegas del importador, por medio de técnicas de auditoría a posteriori. 

 

Contribuye a dicha situación la anarquía creada por el Ministerio de Economía a través de la 

política comercial del país, vinculada a una estrategia de preservación de protección para ciertas 

industrias internas y que ha creado un sistema arancelario sumamente complejo, que redunda en 

aumentos significativos de discrecionalidad en el ámbito fiscal. 

 

5. Propuesta de hoja de ruta para el rescate y la reconstrucción de la SAT 

 

5.1 Factores generadores y aceleradores de la crisis actual 

 

Los problemas que atraviesa actualmente la SAT son estructurales, cuyo origen tienen raíces 

históricas. Sin embargo, en los últimos años se han visto agudizados hasta desembocar en la crisis 

actual. 

 

a) El Directorio: disfuncional, inefectivo y con conflictos de interés 

 

Un primer factor a considerar es que el diseño institucional actual no establece con claridad los 

niveles de responsabilidad del Directorio y del Superintendente, lo cual dificulta la rendición de 

cuentas, prácticamente inexistente en el caso del primero. La ley orgánica establece que el 

Directorio es responsable de aprobar o dictar las disposiciones internas que faciliten y garanticen 

el cumplimiento de los objetivos de la SAT, de las leyes tributarias y aduaneras y de sus 

reglamentos, con lo cual aprueba las políticas, los procesos, los procedimientos y en general la 

estructura institucional, el presupuesto y los demás elementos relacionados con el funcionamiento 

institucional. Esta le otorga un rol decisivo. Por otra parte, la ley establece que el Superintendente 

debe ejecutar las disposiciones emanadas del Directorio, y rendir cuentas de la ejecución de lo 

aprobado por este órgano. 

 

Sin embargo, en la práctica el Directorio no se reconoce como responsable de lo acontecido en la 

SAT, alegando desconocer las actuaciones del Superintendente. Semejante alegato contrasta 
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severamente con las facultades y mandato que establece la ley orgánica. El Directorio no aprobó 

las políticas o directrices que debe ejecutar la SAT para el cumplimiento de sus funciones, y en 

consecuencia, tampoco solicitó la rendición de cuentas al Superintendente. Este vacío de 

responsabilidad, sin duda contribuyó a colocar a la SAT en una peligrosa deriva. Como 

agravante, el análisis apunta a que este órgano no ha cumplido con sus funciones, y no existe 

ningún ente capaz de exigir a sus miembros que rindan cuentas. 

 

La ausencia de normas que prohíban y sancionen los conflictos de interés en los miembros del 

Directorio constituye otro problema importante. De hecho, algunos de sus miembros asesoran a 

contribuyentes en su cumplimiento tributario. 

 

b) Abandono del plan de carrera administrativa 

 

En 2012 las autoridades de la SAT realizaron despidos masivos de mandos medios y personal 

técnico, lo que trastocó el plan de carrera administrativa ejecutado en 2012, supuestamente como 

una forma de reducir la corrupción en las filas de la institución. Muchos de los técnicos de carrera 

despedidos fueron contratados inmediatamente en el sector privado, aprovechando su 

conocimiento y experiencia, ahora para asesorar contribuyentes en contra de la administración 

tributaria. 

 

c) Politización excesiva: intervención de las autoridades superiores del Ejecutivo con 

propósitos político partidarios u otros intereses 

 

Lamentablemente durante la administración del Presidente Pérez Molina, la SAT fue objeto de 

intervención política, en la que dependencias administrativas y puestos clave fueron ocupados por 

personas recomendadas o impulsadas por las autoridades superiores del Ejecutivo, con objetivos 

político partidarios o incluso, como pareciera estar revelando el caso «La línea», para servir a 

estructuras del crimen organizado. Esta intervención redujo la efectividad de la SAT, tanto en 

materia de autonomía administrativa como de la ejecución de muchos de los procesos 

institucionales. 

 

El análisis revela que, si bien es natural un vínculo entre el superintendente y el presidente de la 

república, así como con el ministro de finanzas, especialmente por la responsabilidad en el 

cumplimiento del convenio de metas de recaudación (sobre lo cual el Directorio se ha mantenido 

al margen), la influencia que ha ejercido el Ejecutivo en la administración gubernamental del 

Presidente Pérez Molina alcanzó extremos sin precedentes para la SAT. Por ejemplo, en una 

ocasión el Presidente Pérez Molina anunció medidas administrativas a realizar por la SAT, 

obviando la autonomía que establece la ley orgánica y la autoridad del Superintendente y del 

Directorio. 

 

5.2 Medidas de corto plazo 

 

Las propuestas a continuación son principalmente de carácter técnico, concretas y que requieren 

cambios en procesos y procedimientos internos de la SAT, orientados a mayor transparencia y 
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rendición de cuentas. Con poco esfuerzo, sin legislación nueva, pero con la voluntad política de 

las autoridades actuales, estas medidas técnicas contribuirían a evitar ilícitos. 

 

- Recuperación de la gobernabilidad interna en la SAT y restablecimiento de la confianza 

ciudadana y del trabajador de la SAT. 

 

o Revisar el proceso llevado a cabo hasta ahora para la elección de directores de la SAT. 

o Remoción inmediata de todos los funcionarios con señalamientos de corrupción, 

especialmente aquellos de libre nombramiento. 

o Solicitud al Ministerio Público y a la Cicig investigar a los miembros del directorio y de 

los funcionarios superiores y medios de la SAT. 

o Publicar en el portal de Internet de la SAT el nombre, calidades técnicas y experiencia de 

todos los funcionarios medios y superiores de la institución, así como su fecha de 

nombramiento. 

o Instrucción inmediata a la Gerencia de Recursos Humanos para garantizar el 

cumplimiento estricto del Plan de Carrera Institucional. Aplicar la verificación por medio 

de polígrafo o análisis de estrés en la voz (voice stress analysis) de las cualidades éticas 

de las personas que vayan a ser contratadas o aquellos que sean objeto de promoción. 

o Solicitud inmediata a la Gerencia de Auditoría Interna y a la Gerencia de Recursos 

Humanos para que en un plazo no mayor de un mes, publique y entregue un listado que 

identifique a los empleados y funcionarios que no cumplen con los requisitos de las 

plazas, incluyendo el análisis de familiaridad con otros miembros del personal. 

o Reapertura del buzón de quejas por faltas a la transparencia institucional que funcionó en 

el marco de un convenio suscrito con la entidad no gubernamental Acción Ciudadana, 

capítulo guatemalteco de Transparencia Internacional. Se recomienda la reactivación de 

ese convenio interinstitucional, y crear un módulo especial para denuncias en materia 

tributaria dentro del Centro de Asistencia Legal Anticorrupción, administrado por Acción 

Ciudadana. 

o Convocatoria inmediata del superintendente para la formación de un nuevo Pacto de 

Integridad en Aduanas, con la participación del sector privado y la sociedad civil, con el 

propósito de revisar los procedimientos de despacho aduanero y el modelo de gestión 

aduanero. 

 

- Prohibición de despacho aduanero de contenedores no manifestados 

  

- Medidas emergentes para la recuperación de la transparencia institucional 

o Publicación inmediata, periódica y permanente del listado de contribuyentes que han 

presentado solicitudes de devolución de crédito fiscal del IVA. El listado a publicar 

deberá preservar la confidencialidad garantizada en por el artículo 24 de la Constitución 

de la República, y especificará las fechas de ingreso de la solicitud y de atención de la 

devolución. 

o Publicación en el portal de Internet de la SAT el resultado del módulo de selección para 

verificación previo al despacho (semáforo), inmediatamente después de recibir el 

manifiesto de carga de los contenedores. Esta publicación también observará la garantía 

de confidencialidad garantizada por el artículo 24 constitucional, especificando el 
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resultado del módulo selectivo. Ningún funcionario o empleado de la SAT debe estar 

facultado a cambiar el resultado publicado. 

o Publicación del procedimiento y documentación requerida para trámites en aduanas y en 

el registro fiscal de vehículos, de conformidad con la legislación y la normativa vigentes. 

En ningún caso, podrán ser exigidos documentos diferentes a los establecidos en la 

publicación. Establecer las sanciones que conforme a la ley apliquen a empleados de la 

SAT que soliciten a los contribuyentes requisitos adicionales a los requeridos para los 

trámites en la normativa y legislación vigentes. 

o Publicación del nombre de los contribuyentes a quienes se les haya enviado notificación o 

nombramiento para actuaciones de cobranza, fiscalización y área jurídica, estableciendo 

el tipo de nota o nombramiento emitido. El propósito de la publicación es que el 

contribuyente tenga la posibilidad de verificar con certeza y confianza que la nota o 

actuación de la SAT es legítima. 

o Publicación inmediata del sistema de indicadores institucionales de la SAT, en materia de 

eficiencia, eficacia, productividad y oportunidad. Estos indicadores deberán reflejar la 

actividad de todas las dependencias en conjunto e individualmente, sin embargo, deberá 

prestarse atención especial a los indicadores para evaluar la gestión de las Intendencias de 

Aduanas, de Asuntos Jurídicos y de Fiscalización. 

o Publicación inmediata de los estudios de productividad y eficacia institucional: gasto 

tributario; evasión tributaria, discrepancia estadística de comercio exterior y series de 

información estadística para verificar el comportamiento de los contribuyentes a nivel 

nacional, conforme lo establecido en el Pacto Fiscal de 2000. Las publicaciones incluirán 

notas explicativas de la metodología y supuestos utilizados. 

o Presentación, aprobación por el Directorio y publicación de las políticas de: cobranza, de 

uso de recursos humanos para fiscalización, de simplificación tributaria, de combate a la 

defraudación aduanera y al contrabando y de generación de riesgo al contribuyente, 

conforme lo establecido en la ley orgánica de la SAT. 

 

Condiciones necesarias para el éxito de las propuestas de acciones de corto plazo 

 

- Las medidas propuestas dependen enteramente de la voluntad política del Directorio y del 

superintendente, interino o nombrado en forma definitiva. 

- Apoyo del Ministerio Público y de la Cicig 

- Participación activa de la sociedad civil organizada, la academia y los centros de pensamiento.  

 

5.3 Medidas de mediano plazo  

 

Requieren una mayor profundidad en su discusión, para poder definir modificaciones a los 

reglamentos y a la estructura organizacional de la SAT, para adoptar estrategias de trabajo 

modernas conforme a las mejores prácticas internacionales. A continuación se presentan algunos 

elementos iniciales para la discusión. 

 

- Reestructuración de la SAT 

o Depurar la estructura organizativa, de tal forma que la integren las dependencias 

realmente necesarias. Luego de la reestructuración, el área de planificación debe seguir 



 

 

 

 

 32 

los nuevos indicadores de gestión e informar oportunamente de las desviaciones y 

formular recomendaciones para corregir el esfuerzo institucional. 

o Reorientación de personal hacia las tareas fundamentales de la SAT, especialmente para 

el fortalecimiento de la fiscalización, de la cobranza y de la atención al contribuyente. 

o El Directorio o la instancia que ejerza las funciones del Directorio deberá supervisar a la 

Auditoría Interna. La Auditoría Interna debe presentar un informe trimestral de sus 

acciones, y su evaluación de las dependencias de la SAT y del avance de los indicadores 

programados. 

o Definición de un módulo de gestión de riesgo para selección de fiscalización, 

completamente integrado con el módulo de aduanas para identificar riesgos comunes. 

o Control total de la información resultante de la facturación electrónica de los 

contribuyentes Abandonar el uso de servidores privados, que dificultan su uso para 

realizar cruces de información. 

o Medición regular de los resultados recaudatorios de las auditorías realizadas, a fin de 

evaluar la eficacia del proceso de fiscalización, así como la calidad de la programación de 

fiscalización y de los auditores. 

o Publicación permanente en el portal de Internet de la SAT de los índices financieros 

sectoriales económicos, los cuales, muestran a nivel global los resultados presentados por 

los contribuyentes, además de ser una muestra de transparencia de la recaudación 

realizada. 

 

- Cambios en procedimientos aduaneros y portuarios 

o Aprobación de un nuevo modelo de gestión aduanera, por medio de la revisión de los 

procesos y procedimientos, y la adopción de la estrategia de auditoría a posteriori como 

herramienta complementaria para la revisión en aduanas. 

o Revisión de las características y normativa del módulo de riesgo de aduanas: las 

características del módulo de riesgo y los porcentajes de revisión a implementar en los 

distintos recintos aduaneros debe diseñarlos y proponerlos la Intendencia de Aduanas, y 

deben ser aprobados por el Directorio o por la instancia con las facultades y autoridad del 

Directorio. 

o Definición, desarrollo y mantenimiento de un sistema de inventarios perpetuos para 

contenedores en recintos portuarios. 

 

Condiciones necesarias para el éxito de las propuestas de acciones de mediano plazo 

 

- Voluntad política 

o Del Superintendente, interino o nombrado en forma definitiva 

o Del Directorio o de la instancia con la autoridad y facultades del Directorio 

- Acompañamiento de la sociedad civil organizada, la academia y los centros de pensamiento. 

 

5.4 Medidas de largo plazo 

 

Requieren un proceso de discusión a profundidad, entre grupos multidisciplinarios. Constituyen 

propuestas de guías de posibles cursos de acción, que orienten una reforma profunda de la SAT, 
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incluyendo cambios legislativos, y que deberán considerarse una vez haya cambiado el gobierno 

la legislatura. A continuación se presentan algunos elementos iniciales para la discusión. 

 

- Evaluación del modelo de gestión: preguntas a evaluar y responder 

o ¿Conviene una administración tributaria que vuelva al modelo centralizado, que siga el 

modelo descentralizado o ensayar un modelo mixto que busque la efectividad? 

o En caso de continuar con el modelo descentralizado, ¿quién rinde cuentas? ¿Conviene 

conservar al Directorio o reemplazarlo por un tribunal administrativo y sujetando al 

superintendente a la autoridad jerárquica de un viceministro de finanzas públicas? 

o En caso de volver al modelo centralizado, ¿cómo se mantiene la competitividad de 

salarios y evitar la fuga hacia el sector privado? ¿Cómo se alcanza la actualización y 

modernización tecnológica con recursos muy limitados? 

 

- Reformas a la ley orgánica de la SAT 
o Introducir prohibiciones y normas estrictas para casos de conflicto de interés 

o Para la selección de autoridades, incluir requisitos de transparencia y probidad como: 

publicación de las declaraciones patrimoniales de candidatos; pruebas de conocimiento 

practicadas por entes independientes; investigación por parte del ente contralor, la fiscalía 

y la Cicig durante la duración de su mandato. 

 

- Reformas a otras leyes 

o Reformas a la ley del IVA para establecer la obligación del Ministerio de Finanzas 

Públicas de trasladar a la SAT recursos suficientes para atender las solicitudes de 

devolución de crédito fiscal del IVA, que hayan sido auditadas. 

o Convertir el Registro de la Propiedad Inmueble en un registro general de la propiedad, y 

trasladarle la administración del registro de propiedad de los vehículos. La SAT 

continuaría administrando el cobro del impuesto de circulación de vehículos. 

 

Condiciones necesarias para el éxito de las propuestas de acciones de largo plazo 

- Compromiso y anuencia del nuevo gobierno y la nueva legislatura 

- Partidos políticos en el año electoral 2015 

- Voluntad política y recursos adicionales en el MP y el OJ 

- Seguimiento de la sociedad civil 
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Anexo 1 

 

Organigrama de la SAT 
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 Anexo 2 

 

Cumplimiento voluntario en 2013: medio como la proporción de declaraciones con pago 

respecto al total de declaraciones presentadas 

 

Impuesto al valor agregado, régimen general 

Declaraciones potenciales 2,812,471 

No presentadas 518,559 

Declaraciones a cero 1,630,958 

Con pago 662,954 

Nivel de cumplimiento voluntario 23.6% 

Impuesto al valor agregado, régimen pequeño contribuyente 

Declaraciones potenciales 6,973,370 

No presentadas 3,140,541 

Declaraciones a cero 2,207,845 

Con pago 1,624,984 

Nivel de cumplimiento voluntario 23.3% 

Impuesto sobre la renta 

Declaraciones potenciales 1,864,701 

No presentadas 324,285 

Declaraciones a cero 1,071,264 

Con pago 469,152 

Nivel de cumplimiento voluntario 25.2% 

Impuesto de solidaridad 

Declaraciones potenciales 272,728 

No presentadas 66,044 

Declaraciones a cero 107,034 

Con pago 99,650 

Nivel de cumplimiento voluntario 36.5% 

Consolidado 

Declaraciones potenciales 11,923,270 

No presentadas 4,049,429 

Declaraciones a cero 5,017,101 

Con pago 2,856,740 

Nivel de cumplimiento voluntario 24.0% 

 

Fuente: elaboración propia con base a datos oficiales de la SAT. 
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Anexo 3 

 

Ejemplos de los espacios de discrecionalidad que provoca la multiplicidad de tasas 

arancelarias a la importación, asociada numerosos acuerdos comerciales 

 

  

 


